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Resumen 

A lo largo de la historia de la humanidad, los conflictos armados se han encargado de 

generar una serie de afectaciones que de una u otra manera limitan la adecuada existencialidad de 

las personas debido a la vulneración de sus derechos humanos. En el caso propio de los niños, 

niñas y adolescentes, también denominados en este estudio como NNA, la violación de los 

derechos humanos en el contexto del conflicto armado interno ha sido una constante por medio de 

lo cual, se han evidenciado afectaciones como son: reclutamiento ilegal, homicidios, 

desplazamiento forzoso, entre otras formas de vulneración de los derechos humanos de los infantes 

y adolescentes que, de forma sentida, limitan su adecuada existencia. En el caso colombiano, esta 

ha sido una situación apremiante por lo cual, se requiere que, desde la situación de la infancia y 

adolescencia, pese a la existencia de la Ley 1098 del 2006, se planteen políticas públicas 

favorecedoras de la población infantil y adolescente del distrito de Buenaventura que, desde hace 

más de dos décadas viene afrontando sentidas afectaciones enmarcadas en el conflicto armado 

interno. 
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Abstract 

Throughout the history of mankind, armed conflicts have been responsible for generating a 

series of affectations that in one way or another limit the adequate existentiality of the people due 

to the violation of their human rights. In the specific case of children and adolescents, also referred 

to in this study as children and adolescents, the violation of human rights in the context of the 

internal armed conflict has been a constant by means of which, they have been shown to be affected 

as they are; illegal recruitment, homicides, forced displacement, among other forms of violation 

of the human rights of infants and adolescents that in a heartfelt way, limit their adequate existence. 

In the Colombian case, this has been a pressing situation, which requires that from the situation of 

childhood and adolescence, despite the existence of Law 1098 of 2006, public policies favoring 

the child and adolescent population of the district of Buenaventura, which for more than two 

decades has been facing serious affectations framed in the internal armed conflict. 
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Capítulo 1 

Aspectos Fundamentales de la Investigación 

Introducción 

 

En la última década, Buenaventura y el pacífico colombiano en general, se convirtió, en 

escenario del conflicto armado interno que padece Colombia, en tal sentido, este distrito como 

capital natural epicentro económico de la región, ha venido siendo azotado por grupos al margen 

de la ley que vienen realizando acciones violentas en función de controlar el territorio y la vida 

comunitaria. En estos momentos con la firma del acuerdo de Paz, se abrieron las esperanzas de 

disminución de la violencia, lo cual es un desafío para este ente territorial. 

Cabe resaltar que Buenaventura ya vivió la experiencia del proceso de desmovilización de los 

grupos paramilitares (AUC) que se dio hace solo 8 años, en este caso los del bloque Calima, el 

cual hacía presencia en este territorio. En este momento persiste la esperanza de los bonaverenses 

en que llegue la paz a Colombia y más aun a este territorio que ha sufrido tanto las aflicciones que 

ha dejado el conflicto armado. 

Al entrar en este proceso de acuerdos del gobierno y las FARC, en el cual se logra firmar la 

desmovilización de este grupo subversivo, nacen inquietudes frente a la suerte que corren los 

niños, niñas y adolescentes que han sido víctimas de estas situaciones provocadas por el conflicto 

armado en Colombia y especialmente en el distrito de Buenaventura. Siendo consiente que los 

derechos de los menores han sido muy vulnerados en todo este conflicto y que se debe poner los 

ojos en la búsqueda de estrategias de protección a los mismos, para tratar de subsanar aquellos 

daños o afectaciones tanto físicas como psicológicas que sufren los menores, nace la propuesta 

donde se plantea la protección especial a los niños, niñas y adolescentes víctima del conflicto en 

el marco del post acuerdo en el Distrito Especial de Buenaventura -Valle del Cauca  

Esta investigación tiene como finalidad, Identificar los derechos vulnerados de los niños, niñas 

y adolescentes en el marco del conflicto armado, además se pretende hacer propuestas que conlleve 

a salvaguardar la integridad física y mental de los menores afectados, basándose en la normatividad 

existente a nivel nacional e internacional respecto a los Derechos vulnerados que padecen estos 
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menores; resaltando siempre que se deben buscar invertir en estrategias que beneficien a la 

población infantil que son el futuro de cualquier Estado. 

Planteamiento del problema 

 

La naturaleza del contexto colombiano es compleja en sí misma, distintos fenómenos 

sociales han confluido en una historia donde las instituciones del Estado, opuestos ideológicos, 

guerrillas, paramilitares, narcotraficantes, multinacionales etc. han desencadenado hechos 

violentos en territorios y comunidades indefensas.     

      El Estado, quien se supone debe ser la estructura que ofrece las condiciones para que haya 

paz sólida y duradera en Colombia, contradictoriamente, en un proceso sistemático, se convirtió 

en una herramienta de fuerza coercitiva para debilitar amenazas latentes, obstruyendo cualquier 

tipo de desobediencia, levantamiento popular y movilización política. 

       Enfrentamientos armados, masacres, los levantamientos de grupos armados, guerrillas 

partidistas, cuestiones de hegemonía política y económica; también otro tipo de disputas y 

contradicciones de familias, incluso con la Iglesia Católica inmiscuida, así como también los 

partidos políticos tradicionales; Liberal y Conservador, tienen su origen en las luchas violentas por 

el poder. “La adscripción a cada partido no surgía tanto de una perspectiva doctrinaria, de afinidad 

con determinados principios o con un programa político concreto, como de aspectos como las 

rivalidades familiares vecinales o institucionales, o la necesidad de protección y sobrevivencia” 

(Cuéllar, 2014). 

      En los últimos años en Colombia el conflicto armado ha venido cobrando vidas en toda la 

nación, esto como consecuencia a las desigualdades, inequidad, miseria, la pobreza y el abandono 

del estado a la sociedad. Pese a que se habían buscado todas las salidas de negociación al conflicto, 

esto no ha sido posible por diversos factores; dicha situación, junto con la cultura del narcotráfico 

han permitido que históricamente las relaciones sociales se naturalicen, la violencia y la 

indiferencia se incrementen. Es preciso resaltar que según Cosoy (2016),  

el conflicto armado en Colombia “ha sido una violencia de larga data asociada a múltiples 

conflictos sociales y políticos irresueltos; una violencia que se ha ido transformando en sus actores, 

en sus motivaciones, en sus intensidades y en sus mecanismos. Es una guerra que ha enlutado a la 
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mayor parte del territorio nacional, si bien de manera muy desigual. Por, sobre todo, es una guerra 

cuya inmensa mayoría de víctimas forman parte de la población civil no combatiente”.  

 

Por esto es importante resaltar los grandes esfuerzos que realizan las comunidades afros 

por la reconstrucción de sus vidas, en una región azotada por la violencia.  Se estima que en 

Colombia las acciones de los grupos violentos, han generado tristeza y desolación desde hace 

muchas décadas y siempre se ha utilizado a los niños para lograr los fines que buscan estos grupos 

al margen de la ley.  

La Constitución Política de Colombia, expedida en 1991, acogió los lineamientos de la convención 

adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, ratificada por 

Colombia mediante la ley 12 de 1.991 (enero 22) por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los 

Derechos Del Niño, en la cual le entrega un status superior sobre los derechos de los demás, siendo según 

la constitución uno de los grupos de atención prioritarias del Estado Colombiano.1  

En su Artículo 44 la Constitución de 1991 señala que:  

Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad 

social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados 

de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. 

Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso 

sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos 

consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por 

Colombia. La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para 

garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona 

puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos 

de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 2 

Cabe resaltar muy especialmente este último inciso cuando dice “Los derechos de los niños 

prevalecen sobre los derechos de los demás”. Lo que quiere decir esto, que los niños deben gozar 

de especial protección por parte del Estado colombiano a razón de que son seres vulnerables y por 

su estado de indefensión pueden ser fácilmente permeados por todo lo que los rodea, lo que obliga 

                                                           
1 LEY 12 DE 1991 (enero 22) CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO "Por medio de la cual se aprueba la 

Convención sobre los Derechos Del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989". 

 
2 Artículo 44 la Constitución de 1991 
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al Estado y a la comunidad en general, a prestarles especial atención y protección para garantizar 

y priorizar su desarrollo integral.  

En el distrito de Buenaventura, la situación de conflicto armado interno se ha encargado de 

afectar de manera negativa el desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes; en adelante NNA, 

quienes de diversas maneras han visto sus derechos vulnerados. Desde ese enfoque, se inscribe 

que consecuencias como son: reclutamiento ilegal a NNA por parte de grupos armados al margen 

de la Ley, desplazamiento forzado, trabajo infantil, desescolarización, privacidad de actividades 

recreativas, prostitución infantil, secuestros, embarazos en adolescentes, suministro de sustancias 

alucinógenas a menores de edad, mendicidad infantil entre otras afectaciones, son reflejos de las 

acciones suscitadas en el contexto del conflicto armado interno que ha sometido a la comunidad 

bonaverense y especialmente a la comunidad de NNA del distrito, a hechos de vulneración social.  

En aras de fortalecer lo antes mencionado, se tiene que “En el primer trimestre del 2014, se 

presentaron 766 casos de violencia infantil en la ciudad” (El Pais.com. 2014.). 

Violencia que no sólo responde a maltrato intrafamiliar, sino también, a las diferentes formas 

de abuso a las cuales se encuentran sometidos los NNA por la acción de la violencia armada en el 

distrito de Buenaventura.  

Por otra parte, la Defensoría del Pueblo, indica que en el contexto de la vulneración a la cual 

han sido sometidas muchas familias debido a la guerra, se indica que; 

la iglesia católica se suma a la preocupación de la Defensoría del Pueblo de un riesgo de más de 

770 familias de Buenaventura por la presencia de grupos armados ilegales (…) seguidamente, se indica 

que los niveles de pobreza en Buenaventura alcanzan el 80, 6%, con un índice de indigencia de 43,55%, 

el 13,46% de la población vive en condiciones de miseria (Defensoría del Pueblo. 2014).  

 

Cada una de las problemáticas antes expuestas, dan cuenta de las significativas afectaciones 

generadas por el conflicto armado interno en Buenaventura, significando de manera intrínseca las 

vulneraciones a las cuales los NNA se encuentran sometidos debido que, en el Distrito, este grupo 

poblacional es significativamente alto y por lo tanto, se encuentran implícitos en las problemáticas 
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sociales que allí se susciten. Continuando con lo expuesto por la Defensoría del Pueblo, es 

apropiado indicar lo siguiente; 

La Defensoría del Pueblo (…) emitió un informe de riesgo que da cuenta de la situación en la que 

actualmente se encuentran por lo menos 778 familias en Buenaventura. Según el documento, esta 

población se ve amenazada por grupos ilegales (…) organizados que ponen en riesgo acerca de 500 

familias en los consejos comunitarios en Juanchaco, 178 en Ladrilleros y 110 en la Barra, además de 

las comunas 12, 4 y 3 en Buenaventura, [hechos que] se traducen en amenazas, extorciones, homicidios 

selectivos, reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes, contra la integridad sexual y 

desplazamientos forzados. (El Espectador. 2017). 

 

Como se puede observar, en los últimos años los derechos fundamentales de los NNA, han 

venido siendo vulnerados de forma directa e indirecta, por manos del conflicto armado interno que 

deja en su paso por Buenaventura, serias afectaciones en la dinámica social del territorio; afectando 

de forma negativa el adecuado desarrollo integral de la población mencionada.  

Teniendo en cuenta cada una de las consecuencias antes descritas, evidenciadas como reflejo 

de la complejidad del conflicto armado interno, se menciona en el actual apartado que, en el distrito 

de Buenaventura, se carece de una política pública que promueva la defensa de los derechos de los 

NNA y a su vez, permita el adecuado desarrollo integral de la comunidad interés del presente 

estudio.  A partir de las consecuencias antes enunciadas, se formula la siguiente pregunta de 

investigación:  

¿Qué líneas generales debe tener una política pública para garantizar la protección de niños, 

niñas y adolescentes en el marco del pos-acuerdo por una paz estable y duradera en el distrito de 

Buenaventura? 

Vale la pena señalar que, si bien esta propuesta genera orientaciones a una política pública 

para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, guarda respeto e interés por el 

reconocimiento de las prioridades y el favorecimiento de capacidades para la construcción de paz, 

desarrolladas a nivel municipal, distrital, departamental y regional. 

 

Objetivos 
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Objetivo General  

Proponer las líneas generales de una política pública para garantizar los derechos 

fundamentales de los NNA en el distrito de Buenaventura, afectados por el conflicto armado 

interno durante el período 2012 – 2017 

 

Objetivos Específicos 

 

1. Identificar los principales derechos vulnerados y afectaciones a los NNA en el marco del 

conflicto armado. 

 

2. Determinar las principales soluciones a las problemáticas presentadas. 

 

3. Definir los programas que deben ser creados para ayudar a garantizar los derechos de los 

NNA que tuvieron afectaciones por el conflicto armado. 
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Justificación 

 

      La comunidad internacional conoce hoy la importancia que tiene Colombia para el mundo, 

es el país del futuro y no es porque tenga ciudades importantes como Bogotá, Barranquilla, Cali, 

Bucaramanga, Cartagena etc., sino por tener a Buenaventura como primer puerto de Colombia y 

como quinto en el Pacífico, por eso es una prioridad para el mundo entero y más aún para todos 

los países del Asia, por su posición geoestratégica comercial. Pero la importancia real no debe 

radicar en lo que produce este Distrito al gobierno nacional, si no que esta tierra se debe mirar 

desde sus bases que son las comunidades que la habitan; se debe mirar como una nueva 

oportunidad para que las personas que habitan en este distrito puedan vivir en paz y que el 

Gobierno Nacional, Departamental y Distrital entren a implementar políticas para generar 

crecimiento económico para un mejor vivir de su población y de manera especial a los NNA. 

Conforme a ello, un mejor vivir no es asegurado solo por las dinámicas económicas, sino también 

por las garantías de bienestar que el estado le asegure a esta población, con la satisfacción de sus 

necesidades y la convivencia pacífica, supliendo una serie de aspectos relacionados con una 

democracia real acompañada de un ejercicio de derechos humanos y el derecho internacional 

humanitario, sin desamparar la atención integral a los NNA que han sido víctimas del conflicto 

armado en este territorio. 

      Si habláramos de cifras por dinámicas poblacionales y étnicas territoriales, es claro que el 

mayor impacto del desplazamiento forzado en el país se da sobre la población afrocolombiana y 

en determinadas regiones la población afrocolombiana está más expuesta que otras, de acuerdo a 

lo que señala la Corte Constitucional en el Auto 005. Los registros oficiales muestran como los 

departamentos más afectados por el desplazamiento han sido Chocó, Valle del Cauca, Nariño, 

Antioquia, y Bolívar. Este desplazamiento afecta con mayor intensidad a las mujeres y a los 

menores de edad de descendencia afrocolombiana.  

      Hay varias condiciones de vulnerabilidad que inciden sobre el desplazamiento de la po-

blación afrocolombiana, aquí se mencionan los más relevantes: la discriminación estructural, el 

arrinconamiento debido a los proyectos de desarrollo altamente excluyente en sus propios 

territorios, la falta de seguridad jurídica en el largo plazo sobre los territorios colectivos y el 
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confinamiento o emplazamiento de comunidades, especialmente de la población infantil, la niñez 

y las mujeres como consecuencia del conflicto mismo3. 

      Por otro lado, es válido mencionar que el país ha transcurrido por varias décadas de violencia, 

generada entre otras, por el conflicto armado a nivel nacional que ha determinado procesos de 

socialización y de construcción del territorio de acuerdo a las dinámicas que se presentan en 

diferentes momentos de la historia del país. Expresiones como los asesinatos selectivos, masacres, 

desapariciones, violencia sexual, secuestros y desplazamiento han quedado registradas como la 

forma en que se dan las relaciones entre los grupos alzados en armas (legales e ilegales) y la 

población civil. Una de las causas estructurales para que se den estas situaciones ha sido la 

desigualdad en el uso y apropiación de la tierra, y en general del territorio (principalmente para los 

afrodescendientes y los indígenas), por lo que la intensidad del conflicto ha sido diferencial 

dependiendo de las regiones en las que se presente. Esta particularidad en la localización del 

conflicto también está mediada por las características propias de los territorios, por sus actividades 

económicas, sus conexiones con las fronteras o con otras regiones de interés, sus recursos 

naturales, etc. Es por esto que una de las estrategias privilegiadas para dar continuidad al conflicto 

ha sido el control de determinados territorios y el despojo de tierra, en disputa permanente entre 

insurgencia, comunidades y el Estado como garante de derechos. 

  

En palabras de Fajardo (2015): 

         La afirmación según la cual “la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra han sido 

motores del origen y la perduración del conflicto armado”4 (Centro de Memoria Histórica) abre un 

camino para explorar estas dimensiones que lo hacen condición de viabilidad de la nación y que 

conducen a momentos fundacionales de la misma. En la formación social colombiana los grupos 

de poder han generado distintas modalidades de apropiación de los recursos y de control de su 

población, separando a las comunidades de sus tierras y territorios tradicionales y limitando el 

acceso a los mismos mediante procedimientos en los que se han combinado el ejercicio sistemático 

de la violencia con políticas de apropiación y distribución de las tierras pública. (CHCV, 357) 

                                                           
3 Participaz, La ruta de los Derechos. Capitulo_11 Enfoque Diferencial para Afros, Negros, Raizales y Palenqueros 
4 Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) (2013). Basta Ya! Colombia: memorias de guerra y dignidad. Bogotá: Centro de Memoria 

Histórica. Recuperado de http://www.centrodememoriahistorica. gov.co/micrositios/informeGeneral/ 

http://www.centrodememoriahistorica/
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  De acuerdo con la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 

(CODHES), entre 1985 y 2012 el número de desplazados en el país ascendió a 5.707.313 personas. 

En la misma línea, el Registro Único de Víctimas identifica a la fecha un total nacional de 

8.022.919 víctimas del conflicto armado; estas cifras demuestran la intensidad del conflicto y las 

tensiones que existen en la sociedad colombiana5. 

      En ese sentido, la perspectiva territorial ha estado presente desde siempre en la 

configuración de la sociedad colombiana, tanto para las prácticas marcadas por la violencia, como 

para las propuestas desarrolladas alrededor de la paz, lo cual se hace indispensable en los estudios 

sobre conflicto y paz.  

      El conflicto armado en Colombia ha dejado por más de 50 años, profundas heridas en los 

millones de víctimas que han sufrido la guerra que se ha vivido en el país, y entre estas víctimas 

se tiene que resaltar muy especialmente la afectación que han sufrido los NNA que han sido 

inmersos en el conflicto armado. El ICBF ha informado que entre noviembre de 1999 y enero del 

2015 han ingresado al programa de Atención Especializada del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar un total de 5.708 menores víctimas de reclutamiento, que han sobrevivido porque 

lograron huir o fueron recuperados por las Fuerzas Armadas de Colombia; resalta, que la 

población más vulnerada ha sido la de adolescentes entre 16 años (1.603 víctimas) y 17 años 

(2.129). Pero que también se ha atendido niños desde los 9 años y jóvenes que superan los 18.6  

      Por otro lado, según el boletín 14024 del 16 de mayo de 2016, de la Fiscalía general de la 

Nación, las FARC reclutaron ilícitamente a 11.556 menores desde 1975. Bajo la dirección del 

Fiscal (e) Jorge Perdomo se hizo un análisis de evidencias que conllevaron a demostrar que este 

grupo al margen de la ley estaba llevando una política sistemática, reiterada y dirigida desde 

1975 hasta el 2014 para el reclutamiento de menores; este grupo guerrillero tenía establecido los 

15 años como edad mínima para ingresar a las filas guerrilleras, incluyendo las milicias 

bolivarianas en los centros urbanos.  

      Esta investigación se logró haciendo análisis a: los estatutos de la organización, los 

computadores incautados a líderes como alias el Mono Jojoy y alias Alfonso Cano; dispositivos 

USB, discos encontrados en campamentos durante operaciones de la Fuerza Pública, y los 

                                                           
5 Consultoría para los Derechos Humanos y el desplazamiento (Codhes) (2013). El desplazamiento 

4 (ICBF) Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,  
6 ICBF  
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documentos de la 3ª y 7a Conferencia y plenos del Secretariado y el Estado Mayor, integrado por 

32 comandantes de frentes y bloques regionales.7 

       Cabe resaltar que los NNA que han sido obligados a vivir estas situaciones impuestas por 

grupos al margen de la ley, viven en un ambiente traumático, de agresiones, inseguridad, violencia 

y destrucción, lo que hace que estos menores sufran muchas alteraciones psicológicas irreparables, 

lo que indudablemente los hace mirar el mundo circundante de forma distinta a quienes no han 

vivido la situación de la guerra en carne propia. 

Así mismo, los menores que han tenido la oportunidad de salir vivos de estos contextos, al 

reincorporarse a la vida civil sufren de miedos, pero también pueden ser agresivos, pueden padecer 

de trastornos y seguramente algunos de ellos prefieren no compartir juegos con otros chicos de su 

misma edad. 

      Las anteriores son razones suficientes de ilustración que dan cuenta de los flagelos que 

han venido padeciendo los NNA en Colombia y en particular en el distrito de Buenaventura; lo 

que se busca es que estos NNA sean atendidos de manera especial, por parte del estado, haciendo 

el acompañamiento y que estos sufrimientos cesen y se cambie a una carrera de restitución de 

derechos, la satisfacción de necesidades básica y en tal sentido que se promueva el goce de la  

participación y construcción de una vida mejor, en defensa de los derechos humanos DH y el 

derecho internacional humanitario enfatizando en los derechos de los NNA de toda la costa 

pacífica. 

 

 

 

 

 

                                                           
7 Boletín 14024 del 16 de mayo de 2016, de la Fiscalía general de la Nación 
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Capítulo 2 

Marco Referencial 

Antecedentes Historia de Violencia y principios de Paz en Colombia y Buenaventura A 

nivel Internacional 

 En primer lugar, María Cristiana Salazar en el año 1992; en su estudio denominado 

Violencia, pobreza y conflictos armados en América Latina: problemas referentes a los niños; 

artículo de ponencia que “se refiere principalmente a los problemas de los niños y jóvenes víctimas 

de los conflictos armados y de la violencia que genera en América Latina” (Salazar; 1992. Pg. 1).  

En esta investigación, Salazar da a comprender la forma como los diversos conflictos armados que 

se han suscitado en América Latina, de una u otra manera han afectado sentidamente la integridad 

de los niños, niñas y adolescentes, vulnerando significativamente su existencia.  

Así, la autora describe acciones consecuentes como son; separación de las familias, 

asesinatos contra los niños y adolescente, despojos territoriales, desplazamientos forzosos, 

indiferencia gubernamental, pérdidas materiales, secuestros, torturas; entre otras acciones 

negativas suscitadas en el marco de los conflictos armados; indica la autora que los antes descritos,  

“son, uno por uno, factores que afectan y severamente – a veces por periodos relativamente largos, 

a veces para siempre- a los niños y jóvenes de los países.  América Latina no es excepción. 

(Salazar; 1992. Pg.1). De igual forma, especifica la autora, que las guerras a nivel de 

Latinoamérica a través de su historia, se han presentado como escenarios donde el maltrato y la 

exclusión de niños y jóvenes se caracterizan por alcanzar los más altos niveles de violencia de sus 

derechos humanos. 

En el caso colombiano 

Hablar de la historia de la nación es hablar todo el tiempo de situaciones conflictivas que 

evocan procesos de angustia. Colombia ha vivido bajo episodios de violencia de una forma casi 

permanente, lo que ha causado que la victimización se haya desarrollado prácticamente a lo largo 

de toda la historia del país; obviamente, con intervalos de agudización como el período de la 

violencia (mediados del siglo XX); el narco-terrorismo (años 80); la arremetida paramilitar y 
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guerrillera por la narcotización del conflicto (finalizando el siglo XX), o la respuesta estatal a 

través de la seguridad democrática a comienzos del siglo XXI 8. 

      No exageran quienes afirman que la violencia hace parte fundamental de la historia socio-

política de Colombia. Gran parte del éxodo del campo hacia la ciudad, procesos de migración-

colonización y de recomposición demográfica y territorial han estado marcados por la violencia. 

 Violencia, política y desplazamiento forzado.i 

El tema de las guerras en Colombia no es un asunto del periódico de hoy, no hay que olvidar 

que sobre las guerras civiles del siglo XIX y la primera mitad del XX, se edificaron las identidades 

de los dos grandes partidos tradicionales colombianos: el Liberal y el Conservador.  

El sistema bipartidista colombiano nació a mediados del siglo XIX en medio de la violencia y 

la intolerancia ideológica. Las guerras civiles fueron el marco de alinderamiento político bajo 

las cuales se construyeron las afinidades partidarias de uno y otro bando. Fue así como en 1840 

se comenzaron a estructurar los partidos liberal y conservador, herederos del general Santander 

y de Ignacio Márquez, respectivamente, partidos signados por el asesinato del mariscal Sucre 

que marcaría el derrotero de odios entre las dos tendencias9.  

Enfrentamiento partidista que vería, en la “etapa de la violencia”, su última gran disputa, 

ya que el Frente Nacional trasladaría el foco de la guerra de los partidos a la lucha del Estado 

contra las diferentes guerrillas. Insurgencia que nació de los conflictos no superados con el pacto 

frente-nacionalista y que, al contrario, terminó agudizándolo.  

      Contemporáneamente, ese conflicto armado, criminalizado por el narcotráfico, sigue 

presente en la política. Como bien lo demuestra el proceso denominado “La Parapolítica”. Éste 

tiene sus orígenes en los 80 con la mezcla de mafias del narcotráfico, grupos paramilitares y 

alianzas políticas, que llevaron, en una dinámica contradictoria de guerra y alianzas con los carteles 

de la droga, a la captación mafiosa del Estado.  

Hace treinta años (1978) Diego Ascencio, embajador de Estado Unidos en Colombia, declaró 

públicamente: “los narcotraficantes (colombianos) son tan fuertes, en términos de poder 

                                                           
8 Según la Consultoría para el desplazamiento forzado y los Derechos Humanos (Codhes) (2011), en los últimos 25 años se han desplazado por la 

violencia más de cinco millones de personas; en los dos periodos del gobierno de Álvaro Uribe, y a pesar de la seguridad democrática, se desplazaron 

más de dos millones de personas; y, tan solo en el 2010 se desplazaron 280.041 personas, para un promedio de 778 personas cada día.  
9 Bustamante Peña, Gabriel. “Aparición de nuevas fuerzas o repliegue del bipartidismo”. Revista Foro, número 58. agosto de 2006, págs. 29 a 36. 
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financiero, que podrían tener su propio partido y pueden ya haber comprado y pagado diez 

miembros del cuerpo legislativo. Posteriormente en 1980, el Washington Post ampliaría la 

denuncia afirmando que posiblemente el 10% del Congreso colombiano habría sido elegido 

con dineros del narcotráfico10.  

      En los 80 llegó Pablo Escobar al Congreso, en una lista a la Cámara de Representantes por 

Antioquia. Posteriormente, los narcos, a través de los dos grandes carteles (el de Medellín y el de 

Cali), infiltrarían poco a poco a los gobiernos, financiarían campañas políticas de todo tipo, 

armarían sus propios ejércitos de paramilitares y terminarían desafiando al Estado en una guerra a 

muerte, librada desde mediados de los años 80, hasta principios de los 90.  

      En los años 90, fruto de la reacción nacional contra el narco-terrorismo y la presión 

internacional –especialmente de EEUU–, los carteles serían golpeados, pero no acabados, y 

sufrirían un proceso de transformación que daría paso a la aparición de dos nuevas modalidades 

criminales; la primera, la fragmentación del poder en pequeños y medianos carteles 

cuidadosamente interconectados; y la segunda, la apropiación del negocio por parte de los grupos 

armados (guerrillas y paramilitares), que pasaron de cobrar impuestos en zonas de cultivos ilícitos 

y corredores de transporte, a trabajar para los carteles -prestando servicios de seguridad 

principalmente- y por último, a manejar todas las etapas del negocio, desde la siembra, hasta la 

exportación. Con lo cual el proceso criminal terminó por degradar a los combatientes, y los 

recursos para la guerra se potenciaron inimaginablemente, y con ellos, la capacidad de daño militar 

y terrorista.  

      A la par con esto, el proceso de captación del Estado se agudizó como nunca, al punto que 

los narco-paramilitares lograron infiltrar al Congreso y colocar cuotas políticas en entidades claves 

del gobierno nacional y las administraciones locales, de una forma nunca antes vista en Colombia, 

ni en el mundo.  

 

 

 

                                                           
10 Bustamante Peña, Gabriel. “1978-2008: treinta años de narco-parapolítica”. Revista Foro, número 69. 2009, páginas 78 a 88. 
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Marco Teórico 

El conflicto armado interno, es un hecho social que desde diferentes perspectivas afecta el 

accionar social; generando en las comunidades que lo afrontan, serias dificultades. Desde ese 

enfoque, se inscribe a continuación un marco de teorías determinante en el tratamiento de 

situaciones que, en el contexto de la guerra, vulneran a los diversos grupos poblacionales que lo 

soportan, especialmente a la comunidad infantil. 

El Papel de los Derechos Humanos en la Protección Integral del Menor 

Hablar de los derechos humanos desde un enfoque general, es hacer referencia sobre los 

derechos fundamentales que tiene el individuo por su naturalidad humana. Es una concepción 

nacida en el siglo pasado, como estrategia universal para apuntar hacia la protección de la 

integridad personal del sujeto, hecho suscitado posterior a los vestigios y a la devastación humana 

resultante de la segunda guerra mundial que dejó exageradas pérdidas humanas como también, 

dejó a la sociedad internacional sometida en devastadas condiciones humanas, perjudicando de 

variadas formas, las adecuadas formas de habitabilidad del individuo. “La noción de los derechos 

humanos se corresponde con la afirmación de la dignidad de la persona frente al Estado” (Nikken. 

S.f.). Con la implementación de los derechos humanos, se dio tratamiento a la valoración de la 

dignidad humana que, en el contexto de la guerra, resultó afectada por los hechos que en ese 

enmarca en ese caso. 

Desde que en el año 1948 se instauró la Declaración Internacional de los Derechos 

Humanos, “la sociedad contemporánea reconoce que todo ser humano, por el hecho de serlo, tiene 

derechos frente al Estado, derechos que este, o bien tiene derecho de respetar y garantizar o bien 

está llamado a organizar su acción a fin de satisfacer su plena realización” (Nikken. S.f.). En la 

actualidad, los derechos humanos se han encargado de valorar al ser humano en toda su 

integralidad para dignificar su existencia por ello, se reconocen a nivel internacional como 

“atributos de toda persona e inherentes a su dignidad, que el Estado está en el deber de respetar, 

garantizar o satisfacer” (Nikken. S.f.). 

A partir de la Declaración Internacional de los Derechos Humanos, los Estados tienen la 

responsabilidad específica de garantizar en sus territorios la implementación de los derechos 

fundamentales en sus Constituciones Políticas o Cartas Magnas, como bien pueda ser denominado, 
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atendiendo el llamado que la Organización de las Naciones Unidas hacen este respecto; 

reconociendo que toda persona indistintamente de su credo, circunspección política, apetencia 

religiosa, condición social y o económica, entre otras categorías no identificadas en este aparte, 

tienen, por el hecho de ser personas humanas como también, de pertenecer a un contexto nacional 

determinado. En ese contexto de ideas, se enfatiza que “lo que en definitiva desencadenó la 

internacionalización de los derechos humanos, fue la conmoción histórica de la segunda guerra 

mundial y la creación de las Naciones Unidas” (Nikken. S.f.); establecidas como metodologías 

institucionales consideradas apropiadas y necesarias para evitar próximas o posibles devastaciones 

humanas que pudieran presentarse en cualquier forma conflictiva en el mundo.  Desde otra 

concepción, 

Los derechos humanos son aquellas libertades, facultades, instituciones o reivindicaciones 

relativas a bienes primarios o básicos que incluyen a toda persona por el simple hecho de su 

condición humana, para la garantía de una vida digna, con independencia del ordenamiento jurídico 

vigente. (García. S.f. p.8) 

Haciendo énfasis en todo lo expresado antes, en relación a los derechos humanos, se 

consigna en esta oportunidad que en el caso propio de los derechos de la infancia y la adolescencia, 

los derechos humanos ocupan un papel fundamental debido que, su categorización es 

estrechamente relacionada con la protección y establecimiento de garantías pertinentes para el 

adecuado desarrollo integral de la población infantil que en el contexto de la guerra, resultan 

afectados debido que, en muchos casos, las familias son sometidas a abandonos forzosos de sus 

territorios con la finalidad de preservar la vida. Además. Muchos NNA son obligados a participar 

de las filas combatientes, vulnerando intrínsecamente su condición humana como también, de 

infante que debe ser protegido por la sociedad. 

 



PROPUESTA DE PROTECCIÓN ESPECIAL AL MENOR VICTIMA DEL CONFLICTO           23 
 

 

Grafica No 1. Leyes y Decretos de Derechos Humanos por: Fuente: Tomado de: Benítez, Mina & Murillo. 2016. 

Es importante que los Estados se preocupen por la integralidad de los NNA, con el 

propósito de avanzar hacia el desarrollo sostenible social para garantizar poblaciones o colectivos 

sociales más sanos para el futuro de manera que, tengan la capacidad de administrar en sentido 

óptimo, a la sociedad. 

 El Derecho Internacional Humanitario en el Conflicto Armado Interno 

El derecho Internacional Humanitario, IDH, es un elemento importante a la hora de hablar 

sobre el respeto de los derechos humanos en el momento que los mismos se visionen en riesgo, 

cuando se trata de guerras entre diferentes Estados o naciones.   

El derecho internacional humanitario (DIH) es un conjunto de normas que, por razones 

humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las personas que no 

participan o que ya no participan en los combates y limita los medios y métodos de hacer la guerra. 

El DIH suele llamarse también "derecho de la guerra" y "derecho de los conflictos armados”. 

(CIRC. 2004). 
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Cabe destacar que en las guerras, los derechos humanos o derechos fundamentales como 

son denominados en los contexto locales, suelen ser afectados sentidamente por lo cual, fue 

necesario que se llevara a cabo la Declaración Internacional de los Derechos Humanos, para 

garantizar el respeto por la vida humana de la persona; sin embargo, debido a las diversas 

afectaciones resultantes hacia las personas no combatientes durante los enfrentamientos bélicos 

entre naciones, fue necesaria la instauración del Derecho Internacional Humanitario DIH, con el 

propósito de salvaguardar los derechos humanos, como ya fue mencionado antes, de aquellos que 

no se encuentran en combate pero que a su vez, su integridad humana puede verse vulnerada. 

Por lo tanto, se clarifica en el actual apartado que, en el caso de conflictos armados internos, 

el Derecho Internacional Humanitario no tiene operatividad por tratarse de una situación local o 

interna de una determinada nación, pero sí, se especifica que, este es operante en el caso de guerras 

entre naciones. 

El DIH es parte del derecho internacional, que regula las relaciones entre los Estados. Está 

integrado por acuerdos firmados entre Estados –denominados tratados o convenios–, por el derecho 

consuetudinario internacional que se compone a su vez de la práctica de los Estados que éstos 

reconocen como obligatoria, así como por principios generales del derecho. El DIH se aplica en 

situaciones de conflicto armado. (…) El DIH sólo se aplica en caso de conflicto armado. No cubre 

las situaciones de tensiones internas ni de disturbios interiores, como son los actos aislados de 

violencia. Sólo es aplicable cuando se ha desencadenado un conflicto y se aplica por igual a todas 

las partes, sin tener en cuenta quien lo inició. (…) El DIH distingue entre conflicto armado 

internacional y conflicto armado sin carácter internacional. En los conflictos armados 

internacionales se enfrentan, como mínimo, dos Estados. En ellos se deben observar muchas 

normas, incluidas las que figuran en los Convenios de Ginebra y en el Protocolo adicional I. (…) 

En los conflictos armados sin carácter internacional se enfrentan, en el territorio de un mismo 

Estado, las fuerzas armadas regulares y grupos armados disidentes, o grupos armados entre si. En 

ellos se aplica una serie más limitada de normas, en particular las disposiciones del artículo 3 común 

a los cuatro Convenios de Ginebra y el Protocolo adicional II. (…) Es importante hacer la distinción 

entre derecho internacional humanitario y derecho de los derechos humanos. Aunque algunas de 

sus normas son similares, estas dos ramas del derecho internacional se han desarrollado por 

separado y figuran en tratados diferentes. En particular, el derecho de los derechos humanos, a 

diferencia del DIH, es aplicable en tiempo de paz y muchas de sus disposiciones pueden ser 

suspendidas durante un conflicto armado. (CIRC. 2004). 
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Los derechos humanos violentados en conflictos armados internos, dan paso a ser tratados 

por medio de normatividades menos complejas, contemplados en la declaración Internacional de 

los Derechos Humanos que, en los contextos nacionales, se presentan como derechos 

fundamentales por medio de los cuales, los Estados tienen la capacidad normativa de hacerlos 

cumplir.  

      Hablar de políticas públicas, es hacer referencia a una serie de elementos enmarcados en 

esa categoría de análisis que supone en el sentido común, aspectos de bienestar emitidos del sector 

gubernamental para un determinado grupo de la sociedad con la finalidad de solventar necesidades 

colectivas que en el ámbito jurídico, requieren la intervención del Estado para la consolidación 

gubernamental lo cual, a través de procesos democráticos en el marco legislativo, alcanzan 

legitimidad jurídica que pasa a ser generalizada como mandato oficializado que favorece a la 

población objeto de su establecimiento.  

      Las políticas públicas como acciones consignadas en Leyes y Decretos son establecidas 

con la finalidad de contribuir con el desarrollo social de los países. Las múltiples necesidades y 

afectaciones económicas, sociales, políticas, educativas y culturales suscitadas en los Estados, 

conllevan a los gobiernos a presentar acciones benefactoras a través de políticas visionadas con la 

finalidad de minimizar la problemática presente en el contexto territorial específico. 

      Pese a que el presente documento se enfoca en la noción de políticas públicas, se considera 

pertinente abordar el término política que es, el punto de partida del concepto en cuestión. Política, 

puede comprenderse como “concepto amplio, relativo al poder en general”. (Lahera. 2004. Pg. 7). 

La política puede ser analizada como la búsqueda de establecer políticas públicas sobre 

determinados temas, o de influir en ellas. “A su vez, parte fundamental del quehacer del gobierno 

se refiere al diseño, gestión y evaluación de las políticas sociales”. (Lahera. 2004. Pg.7). La política 

por ser un elemento concebido para la atención del pueblo, abarca la connotación de lo público, 

considerándose de esa manera, el establecimiento de políticas sociales entendiéndose así que es 

una acción de beneficio colectivo.  

      Los países latinoamericanos históricamente se han caracterizado por mostrar, desde sus 

gobiernos centrales, incapacidad político-administrativa que conlleva a las amplias brechas de 

desigualdades sociales y económicas evidentes en sus contextos, evento que sugiere la 
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intervención gubernamental a través de políticas públicas diseñadas para la atención de las 

múltiples necesidades sociales presentes y crecientes en las naciones. Teniendo que “la expresión 

de las libertades políticas y económicas de la sociedad (…) latinoamericana, junto con la magnitud 

de sus problemas de atraso y justicia social, en medio de una transformación mundial de corte 

histórico, plantea al estado y la sociedad problemas cruciales de organización política y de 

políticas” (Aguilar 1994. Pg. 24). 

      Haciendo ya énfasis directo en el concepto clave respecto a ésta investigación, se expresa 

que una política pública “designa el proceso por el cual se elaboran y se implementan programas 

de acción pública, es decir, dispositivos político-administrativos coordinados, en principio, 

alrededor de objetos explícitos” (Muller y Surel; 1998. Pg. 13). Desde otra perspectiva, se 

manifiesta que una política pública se refiriere a; 

Un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados necesarios o deseables 

y por medios y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u 

organización gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales 

o colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática. (Roth; 

1999a. Pg. 14). 

      Los países latinoamericanos se han enfocado en crear políticas que apunten a mejorar las 

condiciones existenciales de los millones de ciudadanos que cotidianamente, viven en condiciones 

de vulnerabilidad socio-económica y de esa manera, estrechar la brecha de desigualdad e inequidad 

preponderante en la región latinoamericana. La construcción de políticas públicas debe darse bajo 

consenso; es decir, con la participación de los actores implicados cuales pueden ser; gobierno 

central y/o territorial, congreso, representantes de los grupos poblacionales menester de esa 

política pública en construcción; en fin, es preciso que ese acto sociopolítico, cuente con la 

participación ampliada de los sectores involucrados. “No puede dejarse de lado en este ejercicio 

la importancia central de la participación social en el desarrollo del ciclo de cada política distrital, 

transversa, a todas las fases […] en la definición de sus principales y trascendental en el 

seguimiento, evolución y control social”. (Bogotá positiva; s.f. Pg. 1).  
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En consecuencia, se tiene que la participación social en el campo de la política pública es 

indispensable, hecho presente desde diferentes enfoques; en un principio, las políticas públicas son 

pensadas para  la sociedad y, específicamente para el grupo social que en un determinado momento 

del accionar territorial lo requiere; a su vez, en la formulación, construcción e implementación de 

esa política pública, la participación de los variados actores sociales es necesaria de manera que, 

de los mismos surjan las propuestas para esa construcción teniendo en cuenta que es la población 

demandante de esa política pública, quien brinda de primera mano, las herramientas metodológicas 

para su implementación.  

Relevancia de las Políticas Públicas para la Valoración de los Derechos Humanos 

Referirse a políticas públicas, es citar de forma intrínseca una serie de elementos 

enmarcados para hacer valer los derechos fundamentales de las personas que forman parte de un 

denominado conglomerado social los cuales, por uno u otro motivo, se encuentran en riesgo que 

los mismos no sean cumplidos y por lo tanto, requieren de estrategias sociales que en el marco de 

lo político, apelen por el restablecimiento de sus valores como también, por la resolución de 

aquellas problemáticas que les afectan limitan sus condiciones de vida.  

      Desde ese enfoque, las políticas públicas pueden ser reconocidas como acciones 

consignadas en Leyes y Decretos implementadas para contribuir con el avance social de los países 

y son instauradas, bajo la observancia de las múltiples dificultades resultantes en los Estados, como 

consecuencia del incumplimiento de los derechos humanos y constitucionales de las poblaciones 

que, en consecuencia, resultan siendo las menos favorecidas en los contextos nacionales.  Así, se 

puede argumentar que las políticas públicas son establecidas con la finalidad de valorar los 

derechos económicos, sociales, políticos, educativos y culturales suscitadas en los países, 

conllevando a los gobiernos a presentar acciones que, a través de políticas visionadas para 

minimizar la problemática presente en los contextos territoriales específicos, promuevan mejores 

condiciones existenciales a las comunidades vulnerables. 

Pese a que el presente documento se enfoca en la noción de políticas públicas, se considera 

pertinente abordar el término política que es, el punto de partida del concepto en cuestión. Política, 

puede comprenderse como “concepto amplio, relativo al poder en general”. (Lahera. 2004. Pg. 7). 

La política puede ser analizada como la búsqueda de establecer políticas públicas sobre 
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determinados temas, o de influir en ellas. “A su vez, parte fundamental del quehacer del gobierno 

se refiere al diseño, gestión y evaluación de las políticas sociales”. (Lahera. 2004. Pg.7). Se 

considera necesario abordar el concepto político, como elemento amplio para poder establecer 

referencia sobre las políticas públicas, destacando en este apartado que, la categoría política se 

refiere específicamente a la atención de la ciudadanía, por medio de intervenciones que generen 

su bienestar integral.  

 

 

                        Gráfica No. 2. Ciclo de la política pública. Fuente. Tomado de Bonilla.2017. 

 

Las políticas públicas se caracterizan además por estar integradas de fases que las 

distinguen de otros procesos político-sociales y estos son: elaboración de la agenda pública, 

formulación de la política lo cual, integra cada uno de los aspectos que en el documento se 
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encuentran como también, la población o poblaciones beneficiarias y los derechos fundamentales 

valorados en el mismo, el territorio de aplicación entre otros aspectos. También se encuentra la 

adopción de la decisión en lo cual, se da la participación tanto del Estado en su generalidad como 

también, de las diferentes instituciones en ellas participantes. Seguidamente, se encuentra la 

implementación que se lleva a cabo con la participación objetiva de todos los actores sociales tanto 

involucrados como interesados en el tema y finalmente, se hacer referencia sobre la evaluación de 

la efectividad de la misma. 

A nivel de Latinoamérica, ha podido evidenciarse que las políticas en los Estados 

componedores de la región son débiles y poco apuntan al logro del bienestar común, por lo tanto, 

“la expresión de las libertades políticas y económicas de la sociedad (…) latinoamericana, junto 

con la magnitud de sus problemas de atraso y justicia social, en medio de una transformación 

mundial de corte histórico, plantea al estado y la sociedad problemas cruciales de organización 

política y de políticas” (Aguilar 1994. Pg. 24). 

      Haciendo ya énfasis directo en el concepto clave respecto a ésta investigación, se tiene que 

una política pública “designa el proceso por el cual se elaboran y se implementan programas de 

acción pública, es decir, dispositivos político-administrativos coordinados, en principio, alrededor 

de objetos explícitos” (Muller y Surel; 1998. Pg. 13). Así las cosas, es preciso indicar que política 

pública, evoca; 

Un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados necesarios o deseables 

y por medios y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u 

organización gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales 

o colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática. (Roth; 

1999a. Pg. 14). 

      Una característica fundamental en la constitución de una política pública, se especifica en 

el hecho que la misma debe darse bajo acuerdo entre las partes interesadas quienes pueden ser; el 

Estado, los grupos poblacionales afectados como también, las instituciones sociales y colectivos 

interesados en que se dé el cumplimiento de esos derechos que constantemente son vulnerados, y 

se presentan como formas limitantes de la adecuada existencia del individuo en tanto particular y 

sujeto social se refiere; es decir que, la política pública se idea, plantea y desarrolla, a partir de 

unas necesidades y con la coparticipación de diversos actores sociales. “No puede dejarse de lado 
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en este ejercicio la importancia central de la participación social en el desarrollo del ciclo de cada 

política distrital, transversa, a todas las fases […] en la definición de sus principales y trascendental 

en el seguimiento, evolución y control social”. (Bogotá positiva; s.f. Pg. 1).  

El origen de las políticas públicas y su desarrollo en la ciudad da cuenta de procesos de movilización 

social gestados para exigir el reconocimiento y el respeto a la diferencia y pluralismo en una ciudad 

diversa y compleja; lo que ha puesto a la participación como eje central del abordaje de las políticas 

públicas y de su implementación no en un plano teórico sino de realidad. De allí, que quienes se 

enfrentan a la construcción de política pública en la ciudad, necesariamente conciben el ciclo de 

realización de la misma, como espacio de encuentro, negociación, concentración entre actores 

sociales e institucionales en pro de un mismo objetivo y finalidad: [que es] la calidad de vida del 

grupo poblacional al cual va dirigida una determinada política pública. (Bogotá Positiva; s.f. Pg. 

1), 

      La participación social en la formulación e implementación de las políticas públicas de 

importante reconocimiento, no obstante, esa premisa “no significa que el gobierno no tenga su 

propio plan de acción, claro y distinto (…) pero pensar que el plan de acción del gobierno sea el 

de la nación es algo muy difícil (…) en condiciones de creciente autonomía y pluralidad social”. 

(Aguilar. 1992. Pg. 27). En consecuencia, es apropiado indicar que, la “acción social desborda la 

planificación gubernamental, sin que ello, signifique absolutamente desbordar las normas del 

Estado” (Ibíd.). 

Ello da comprender la correlación existente entre el Estado y la participación de los 

colectivos sociales como forma de dar cumplimiento a la democracia y a su vez, indica la 

característica autónoma del Estado, en el marco del establecimiento de aquellas políticas o 

normatividades consideradas acordes para la optimización de la acción social en un determinado 

territorio nacional y/o local.  En este aspecto, entra en juego lo que puede ser determinado como 

la autonomía social pero también, la autonomía gubernamental que en cierto momento se 

contraponen, especificando por un lado que, la autonomía social se hace presente en la reclamación 

de esos derechos y libertades no respetados o no valorados y la autonomía gubernamental, habla 

sobre la capacidad del Estado para el establecimiento de las normatividades rectoras del territorio; 

de ahí que, se da a comprender que la autonomía social es indicio del crecimiento nacional y a su 

vez, de la incapacidad del Estado para atender todas y cada una de las necesidades de la nación 
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por ello, las políticas públicas cumplen la función de “dar respuestas a las diversas demandas de 

la sociedad (…), se pueden entender como uso estratégico de recursos para aliviar los problemas 

nacionales”. (Ruiz y Cadenas. s.f. p. 10).   

Continuando con la idea establecida recientemente, se inscribe que, las políticas públicas 

responden a la necesidad de valorar aquellos derechos fundamentales vulnerados y ello, 

efectivamente deja en evidencia la incapacidad apremiante en el territorio nacional que requiere 

de la formulación e implementación de políticas públicas, para hacer valer o respetar los derechos 

dela ciudadanía.  

      Finalmente, se inscribe que la participación social es indispensable en este proceso debido 

que, es pertinente el visón de variados enfoques no sólo temáticos también, problémicos que 

permitan a su vez, proposiciones que conlleven a la resolución de esa afectación social que 

pretende ser atacada por medio de la política pública.  

La Concepción de Victimas en el Marco del Conflicto Armado Interno 

Desde un enfoque coloquial, se puede determinar a la víctima, como aquella persona que 

sufre un agravio por causa de una situación determinada y en manos de un sujeto específico que 

perpetra contra el vulnerado, acciones que limitan su bienestar en cualquier área de su humanidad. 

Físico, mental, emocional, psicológico, etc.  

Desde la normatividad colombiana, a partir de la Ley de víctimas y restitución de tierras 

del 2011, la victima; 

Se consideran víctimas, para los efectos de esta Ley, aquellas personas que individual o 

colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como 

consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y 

manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 

armado interno. (Cpt.1. Art. 3). 

“Para los efectos de la definición contenida en el presente artículo, no serán considerados como 

víctimas quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de 

delincuencia común”. (ibíd.). 

De acuerdo a la definición presentada en el marco de la Ley referida, el concepto víctima 

es definido desde el aspecto fundamental de la situación del conflicto armado interno en Colombia 
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que, respecta unos determinantes específicos por lo tanto, desde la norma citada, el concepto de 

victima abarca a las poblaciones o personas afectadas por los hechos suscitados en el contexto del 

conflicto armado interno y ello, como aspecto fundamental para la restitución de los derechos 

vulnerados en ese marco social.  

En este caso, se plantea la definición de victima originada por la Ley mencionada teniendo 

en cuenta que, el interés del presente estudio radica en categorizar el término desde el aspecto 

mismo del conflicto armado interno debido que es desde ese enfoque que se trata el concepto y el 

tema del incumplimiento o desvalorización de los derechos humanos de las poblaciones victimas 

del flagelo social y en especial, de aquellos NNA que en ese contexto han afrontado severas 

afectaciones por lo cual,  

Frente a esto hay solo una excepción: el caso de los niños, niñas y adolescentes vinculados a 

organizaciones armadas ilegales, considerados como víctimas en las normas nacionales e 

internacionales. Esta inclusión se presenta sobre la base de su incapacidad de discernir y por 

consiguiente de ser responsable de sus actos. La inocencia presumida lo despoja de su condición 

de enemigo. (Universidad Nacional de Colombia. p. 7 .2015).  

Lo anterior da a comprender algo de suma importancia que radica especialmente en la 

población NNA y que da cuenta de la prelación constitucional legal de los mismos, reconociendo 

de forma inherente que estos, no poseen las capacidades propias para responder por actos 

infrahumanos cometidos en el contexto de las guerras y que por el contrario, son obligados bajo 

amenazas y otras formas de violaciones a su integridad personal y familiar, a hacer parte de grupos 

armados al margen de la ley como también, a cometer actos que van contra su inocencia. 

Por lo anterior, se acentúa que, en el caso de esta investigación, el interés de conceptualizar 

la categoría de análisis víctima, radica en la conceptualización proporcionada por el Estado, como 

consecuencias del conflicto armado interno al cual ha sido expuesta la sociedad colombiana desde 

hace aproximadamente sesenta años. 
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Los Derechos Humanos en la Infancia y La Adolescencia 

La infancia y adolescencia son conceptos importantes a la hora de refreírse a los derechos 

humanos. Los NNA, son sujetos de derechos como todos los ciudadanos en un Estado y 

especialmente en el contexto colombiano, por lo tanto, de acuerdo a lo establecido por la Ley 1098 

estos, deben ser protegidos integralmente por toda la sociedad significando ello que, desde la 

institucionalidad hasta la sociedad en general, está en la responsabilidad de salvaguardar los 

derechos humanos del infante y el adolescente.  

Artículo 1°. Finalidad. Este código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las niñas y 

a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de 

la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Prevalecerá el reconocimiento a 

la igualdad y la dignidad humana, sin discriminación alguna. Artículo 2°. Objeto. El presente 

código tiene por objeto establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral de 

los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades 

consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política 

y en las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la 

familia, la sociedad y el Estado. (Ley.1098 de 2006). 

A lo largo de las guerras en la historia del mundo, niños, niñas y adolescentes han resultado 

afectados de diversas formas; en ese contexto de ideas, se hace mención de algunos antecedentes 

que muestran la necesidad de trabajar en la reivindicación de los derechos de los NNA como 

consecuencia de la deshumanización o abuso al cual esta población en los contextos de guerra ha 

estado sometida.  

En el escenario de las guerras, son muchas las afectaciones o vulneraciones de sus derechos 

a los cuales los NNA se encuentran sometidos. Desde ese punto de vista, se puede significar que, 

violaciones a los derechos de los niños y adolescentes se pueden mencionar hechos como pueden 

ser; reclutamiento ilegal, desplazamiento forzoso, abuso sexual, homicidios, entre otras formas de 

maltrato a los cuales, se encuentran expuesto los NNA en los casos de guerra, por ser vistos como 

grupos poblacionales vulnerables. 

     El desplazamiento forzado, las muertes a civiles y sobre todo, el reclutamiento a niños y niñas 

(menores de 18 años de edad) es una de las afectaciones visibles del flagelo del conflicto armado 

que cada vez, toma fuerza a nivel internacional. (Bonilla.2018. p. 23). 
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En vista de la multiplicidad de abusos cometidos sobre NNA en los conflictos armados a nivel 

mundial, la Organización de las Naciones Unidas. – ONU, estableció “prioritariamente, su 

mecanismo de supervisión y presentación de informes” (Pg. 7); a través de los cuales, se:  

     Examinan abusos como el asesinato o mutilaciones de niños, el reclutamiento o utilización de 

niños soldados, los ataques contra escuelas u hospitales, el sometimiento de menores a actos de 

violencia sexual, el secuestro de niños o niñas o la degradación de éstos a la agenda humanitaria”. 

(López & Masip; 2007. Pg. 7). 

Todos los anteriores, acciones que someten a los menores de edad en condiciones de 

indignidad de su persona humana, por lo cual, se hace pertinente que se trabaje en la valoración de 

sus derechos.  Es así como, los Estados se encuentran en la sentida obligación de erigir normas, 

estatutos, Decretos, leyes y/o políticas sociales que apunten a mejorar las condiciones de vida 

como también la protección de los menores de edad en casos de guerra, se presenten estas de 

formas interna o externa. 

La protección de los niños y las niñas, es un caso de importante atención; la guerra local o 

conflicto armado interno como puede ser denominado, se ha convertido en el escenario de mayor 

vulneración de los derechos humanos de los niños y las niñas por lo cual, se considera importante 

en el marco del actual estudio que, los Estados atiendan sus necesidades. De acuerdo a lo 

establecido en la Ley 1048 o Ley de Infancia y Adolescencia en Colombia, en la cual, da a 

significar la imperante necesidad que los derechos de los NNA sean valorados y consiguientemente 

como fue expresado antes, sean protegidos. 

Este apartado, más que enfatizar sobre la conceptualización de lo que puede significar ser 

infante o adolescente, radica en la relevancia de dar a comprender que es preciso abordar el tema 

de la violación de los derechos humanos de los NNA en el marco de los conflictos armados, con 

la finalidad de trabajar en la protección de su integridad personal y en la dignificación de su 

humanidad. 
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La Interseccionalidad en la Vulneración de los Derechos de los NNA en maco del 

Conflicto Armado Interno  

La Interseccionalidad, comprendida como “la relación y articulación entre las 

desigualdades sociales” (Cruelles. 2015.p. 18), es un concepto amplio que permite avanzar en el 

estudio de las diferentes situaciones sociales donde se hace factible observar la vulneración de los 

derechos humanos, como forma de desigualdad social en lo cual, los NNA también se encuentran 

inmersos, como resultado de las multiformes maneras de desconocer los derechos de este grupo 

poblacional, limitando significativamente su existencia en todos los sentidos y muchos más, en el 

campo del conflicto armado interno, donde, se considera desde una perspectiva común, que este 

hecho social afecta de manera negativa el pleno desarrollo de los NNA, logrando vulnerar en 

extremo sus condiciones de vida. Es por esa razón que, en este apartado, se hace énfasis en el 

concepto de interseccionalidad, reconociendo exclusivamente que en el contexto territorial 

independientemente cual sea, es factible la evidencia de las variadas formas de exclusión social, 

con las cuales se atenta a la comunidad. 

El conflicto armado interno se ha encargado de generar una serie de afectaciones 

sistemáticas con tras la población civil y de ello, no se escapan los NNA puesto que, los núcleos 

familiares a los que pertenecen gran parte de estos, contantemente son sometidos a abruptas formas 

de violencia como también, a incapacidades en el marco de poder satisfacer sus necesidades 

básicas, para el adecuado desarrollo de la existencia humana. Así las cosas, en gran parte, los NNA 

que sufren las consecuencias nefastas del conflicto armado interno porque, habitualmente no 

cuentan con la oportunidad de; educación de calidad, sistema de salud, vivienda (como 

consecuencias del desplazamiento forado y el despojo de viviendas), alimentación, etc, todos los 

anteriores, derechos fundamentales para garantizar la vida. 

Marco Contextual 

El Distrito de Buenaventura, considerado el puerto de Colombia sobre el Océano Pacífico 

fundado el 14 de julio de 1539 por Juan de Ladrilleros, su nombre se debe tanto a la celebración 

de la fiesta patronal fiesta de san Buenaventura como también, fue adjudicado por los 

conquistadores, debido a la tranquilidad de su bahía.  
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Por su localización geoestratégicas, el Distrito de Buenaventura posee  el puerto mercantil 

de mayor participación en el comercio exterior de todo el país y sobre el pacífico colombiano, por 

medio del cual, se mueve en términos de exportaciones e importaciones  más del 70% del comercio 

nacional; en ese sentido, se puede indicar que la economía local se mueve en torno a la actividad 

portuaria; aunque no es una economía representativa en inversión social para el beneficio de los 

habitantes de la ciudad.  

En lo que respecta a sus habitantes, según el Departamento Administrativo Nacional de 

Estadística (DANE) para 2011 el municipio de Buenaventura tenía 369.753 habitantes, de los 

cuales el 51% son mujeres (188.574) y el 49 % son hombres (181.179). En este sentido, en lo que 

respecta al grupo étnico, en 2011 en Buenaventura el 73 por ciento de los habitantes era 

afrocolombiano, el 26 por ciento mestizo, el 0,8 por ciento raizal y el 0,2 por ciento indígena.   

El actualmente denominado distrito de Buenaventura por sus condiciones favorables en 

torno a su biodiversidad, economía portuaria, lugares para el ecoturismo, etc.; se encuentra en un 

lugar privilegiado en comparación con otros sectores de la región Pacífica colombiana sin 

embrago, se denota pobreza multidimensional, lo cual, no es necesario hallarlo en diversos 

estudios puesto que, es factible observarlo en la cotidianidad distrital. 

En términos sociales, el Distrito de Buenaventura ha afrontado diversas situaciones que de 

una u otra manera se han encargado de vulnerar las condiciones de la comunidad, generando en la 

comunidad bonaverense, diversas afectaciones a su integridad humana, debido a la vulneración de 

sus derechos humanos. En esa medida, se inscribe que la población bonaverense, por causas del 

conflicto armado interno, ha afrontado afectaciones como son; desapariciones forzadas, 

desplazamiento forzoso, asesinatos selectivos y espontáneos, aumento de la pobreza, extorciones, 

reclutamiento ilegal a menores, diversas formas de feminicidios, entre otras afectaciones que, pese 

a las adecuadas características geográficas de la ciudad, se han encargado de malversar las 

condiciones efectivas de la sociedad bonaverense.  

 

 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/Departamento_Administrativo_Nacional_de_Estad%C3%ADstica
https://es.wikipedia.org/wiki/Departamento_Administrativo_Nacional_de_Estad%C3%ADstica
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BUENAVENTURA POR COMUNAS 

 

Fuente: Buenaventura por comunas. Recuperado de www.bellopuertodelmarbuenventura.blogspot.com 

En cuanto a la zona rural, ésta se encuentra conformada y a su vez dividida en 19 

corregimientos, 31 consejos comunitarios de comunidades negras y nueve resguardos indígenas 

pertenecientes a los grupos étnicos Waunan, Embera, Eperara Siapidara, Nasa y Embera Chamí. 

Hay 268 veredas y el número de poblaciones asciende a 388 asentamientos de diversos tamaños 

ubicados a la rivera de los ríos, quebradas y en medio de las zonas costeras; los asentamientos que 

más se destacan son: Puerto Merizalde; San Francisco del Naya, Juan Chaco, Ladrilleros, Zacarías, 

Cisneros, la Bocana San Antonio de Yurumangui, Silva, Papayal, Málaga, Sabaletas, entre otros. 
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Capítulo 3 

Análisis 

Hacia el Reconocimiento de las Víctimas 

       A finales de los 90, el desplazamiento forzado comienza a ser parte de la agenda de los 

medios de comunicación y, poco a poco, se le dedican espacios y reportajes más serios y 

profundos. Por otro lado, las investigaciones académicas de las universidades y los análisis de 

científicos sociales (como Pecaut, Castillejo o Uribe de Hincapié), sumado a los estudios e 

informes de las ONG, la Iglesia Católica, los organismos internacionales y los entes de control 

comienzan a generar una discusión más técnica sobre el fenómeno y a presionar al Estado en la 

búsqueda de soluciones al respecto. Sin embargo, la apatía social y la irresponsabilidad 

gubernamental, en el ámbito local y nacional, sobre el problema, aún es inmensa. Lo que redunda 

en el círculo vicioso entre desplazamiento y miseria, que se evidencia en lo difícil que resultan los 

procesos de integración socio-económica, ante la falta de políticas públicas al respecto.  

La población víctima del desplazamiento forzado es un grupo con varios índices de 

vulnerabilidad, primero porque son población de difícil aceptación, los desplazados son 

discriminados en los colegios, en los barrios. (…). Los alcaldes no quieren atender a los 

desplazados, los empresarios no los quieren emplear…”11.  

 

      Es increíble, que ante esta larga y dramática situación de violencia que se ha vivido 

históricamente en el país, solo hasta hace unos pocos años se ha tomado consciencia de la real 

magnitud del fenómeno del desplazamiento forzado, ya que, hace tan sólo 27 años –con la 

Constitución de 1991– se adoptó como fin primordial del Estado colombiano el hacer real la 

vigencia de los derechos humanos, lo que abrió la puerta al desarrollo legal, jurisprudencial y 

administrativo en la aplicación de medidas para garantizar los derechos fundamentales; en 

especial, de los más vulnerables y se ha reconocido realmente a las víctimas del conflicto con 

medidas administrativas, legales y judiciales y se han tomado acciones concretas al respecto. Es 

más, el desarrollo legal y jurisprudencial (especialmente la Ley 387 de 1997 y la Sentencia T-025 

de 2004) de los derechos de las víctimas del desplazamiento forzado, es el antecedente inmediato 

                                                           
11 César Giraldo. Seminario “Estado de Cosas Inconstitucional”. Universidad de los Andes. 28 de septiembre de 2008. 
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del reconocimiento reciente de los derechos de todas las víctimas del conflicto armado. Víctimas 

que fueron inexistentes a lo largo de casi todo el siglo XX; e, incluso, y pese a las órdenes de la 

Corte y las disposiciones legales, fueron ignoradas por los gobiernos de turno; sólo desde 2004 se 

priorizó la aplicación de políticas públicas en torno al desplazamiento, se destinó un presupuesto 

consecuente con la magnitud de la tragedia humanitaria y se movilizó el aparato estatal en torno a 

la atención de estas víctimas, presionado por su judicialización en la Sentencia T-025 de 2004 y 

sus posteriores autos de seguimiento.       

   Según el Registro Único de Víctimas (RUV), en Colombia a 2017 se contaban 8.376.463 

afectados, de las cuales 8.074.272 corresponden a "víctimas del conflicto armado" y las otras 

302.191 a la categoría "víctimas sentencias", las cuales fueron incluidas en cumplimiento de una 

sentencia que hace alusión a la "atención, asistencia y reparación integral" de quienes han sido 

perjudicados por el "conflicto armado interno". 12 

      En el Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal, A la fecha 

de corte, reporta que entre 1990 y 2018, se han registrado un total de 11.629 víctimas de las cuales, 

la mayoría (86 %) de las víctimas han sido personas mayores de edad (10.433), una gran parte de 

estas víctimas pertenecen a la fuerza pública. Si bien, al solo tener en cuenta en las víctimas civiles, 

el grupo demográfico más afectado, de nuevo, son las personas mayores de edad de sexo masculino 

(65 %); el segundo grupo que muestra mayor afectación son los menores de edad del sexo 

masculino (20 %) y luego están las personas mayores de edad del sexo femenino y las menores de 

edad del sexo femenino con 8 % y 6 %, respectivamente.13  

   Es importante resaltar que las cifras entregadas por este programa presidencial son cifras 

oficiales que no corresponden a la totalidad de la realidad nacional, pues hay casos no reportados; 

el conocimiento de estas cifras hace que los ciudadanos y cuidadores de NNA estén más 

pendientes, muchas veces demarcando los lugares o espacios donde pueden acceder los menores. 

        Los procesos en Colombia no se han hecho esperar para dejar grandes ríos de sangre, y al 

hablar de la costa Pacífica colombiana, encontramos a Buenaventura en particular, y es ahí donde 

está la motivación de este proyecto.  

                                                           
12 Registro Único de Víctimas (RUV) 
13 Sistema de Información IMSMA del PAICMA. Informe con corte a 31 de octubre de 2018. 
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Buenaventura, oficialmente establecido como Distrito Especial, Industrial, Portuario, 

Biodiverso y Eco turístico de Colombia en julio de 2007, mediante el Acto Legislativo 02, es 

un distrito y puerto de Colombia, localizado en el departamento del Valle del Cauca en el océano 

Pacífico.  

      Este distrito denominado especial para interese de unos y desacierto de muchos, sigue cada 

día dejando entrever una gran herida que avista la gran separación no precisamente entre ricos y 

pobres, más bien entre ciudad y puerto, entre intereses y zonas geoestratégicas para desarrollo de 

megaproyectos y espacios bélicos para conveniencia. Inclusive, los siguientes fragmentos dan 

cuenta de la forma como nos ven desde afuera, de acuerdo a unos análisis suscitados entre la 

academia, los medios y la industria.  

      Este Municipio de Colombia es el más grande en toda la región del pacífico y el de mayor 

extensión en el departamento del Valle del Cauca; según el DANE para 2010 la población de 

Buenaventura se estima en 362.625 habitantes, de los cuales el 90,4% vive en la zona urbana y el 

9,6% en la zona rural;14 la gente de Buenaventura es una población que por muchos años ha vivido 

a espaldas del estado Colombiano;  este municipio ha sido el destino preferido para que todos los 

habitantes del litoral Pacífico se asienten, situación que se intensificó aún más los últimos años, 

cuando los narcotraficantes miran la importancia de la ubicación geoestratégica para el 

movimiento de la droga por todo este corredor pacífico, lo que provoca que se presenten 

enfrentamientos entre los grupos que manejan el tráfico de narcóticos en este región.  

 

      De acuerdo con el plan de ordenamiento territorial (POT) del municipio de Buenaventura 

(2015), el territorio está dividido en una zona rural, compuesta por 19 corregimientos, que 

contienen 268 veredas y 388 asentamientos localizados sobre las riberas de ríos, y una cabecera 

municipal dividida en doce comunas. A su vez, esa cabecera municipal está dividida en dos zonas: 

una insular, la isla de Cascajal, donde se han concentrado la totalidad de actividades y proyectos 

relacionados con la actividad portuaria, y una continental, predominantemente residencial. 

      Según la cantidad de habitantes (362.625 habitantes para el 2010), Buenaventura tiene una 

población principalmente afro, de la cual en edad laboral hay 248.089 personas, y las cifras de 

desempleo ascienden a 163.78514 y se ha venido incrementando paulatinamente, según informe 

                                                           
14 Cámara de Comercio de Buenaventura. Observatorio del Mercado Laboral en Buenaventura. 2010.  documento Buenaventura, ciudad puerto 

de clase mundial Plan local de empleo 2011 - 2015 

https://es.wikipedia.org/wiki/Distritos_de_Colombia
https://es.wikipedia.org/wiki/Colombia
https://es.wikipedia.org/wiki/Departamentos_de_Colombia
https://es.wikipedia.org/wiki/Valle_del_Cauca
https://es.wikipedia.org/wiki/Oc%C3%A9ano_Pac%C3%ADfico
https://es.wikipedia.org/wiki/Oc%C3%A9ano_Pac%C3%ADfico
https://es.wikipedia.org/wiki/Regi%C3%B3n_del_Pac%C3%ADfico_(Colombia)
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entregado por la cámara de comercio de Buenaventura, en esta ciudad hay una tasa de desempleo 

del 63,7%.; cuenta con una privilegiada ubicación geoestratégica, por la que entra y sale el 60% 

del comercio internacional de Colombia, le reporta al país $4 billones y solo le retribuyen $300.000 

millones por el Sistema Nacional de Participaciones;15 el Gobierno colombiano siempre ha puesto 

sus ojos en los terminales portuarios que existen y que parece ser que es lo único que le interesa, 

pues los ha estado fortaleciendo cada vez más y se ha olvidado que alrededor de estos puertos 

existe una población que ha estado marginada, que sufren hambre y necesidades, con la falta de 

oportunidades, lo que se convierten en un desafío para sus administradores y líderes quienes solo 

miran como entra por su territorio tanta riqueza pero que no puede tener beneficios que quisieran 

de ellas porque el estado se olvidó del pueblo y la inversión que en contraprestación debe hacer al 

territorio por donde está entrando la riqueza al país.  

 

      Una radiografía del puerto colombiano sobre el Pacífico, a propósito del debate 

“Buenaventura y los modelos de desarrollo para el posconflicto” que realizó El Espectador, la 

fundación Friedrich-Ebert-Stiftung y el Icesi. 

Buenaventura es hoy un territorio de fronteras políticas, culturales y económicas producto de años 

de migración y del desplazamiento forzado de miles de personas, provenientes de varias 

poblaciones del Litoral Pacífico que le han huido a la guerra. Por su cercanía a Panamá y fácil 

conexión por vía marítima con países del Asia-Pacífico, se ha convertido en el puerto más 

importante del país en términos geoestratégicos.16. 

      Su ubicación y actividad portuaria la hacen una de las principales ciudades del Pacífico 

para las economías comerciales regionales y nacionales. Pero también los escenarios de violencia 

que hoy la caracterizan representan los límites entre el conflicto armado y la convivencia, la 

ilegalidad y la legalidad, la destrucción y la conservación y la pobreza y la riqueza. Es así como la 

historia de Buenaventura ha sido una constante tensión entre la expansión del desarrollo 

económico, y las dinámicas del conflicto armado en el puerto más importante del país. 

                                                           
15 Cámara de Comercio de Buenaventura. Observatorio del Mercado Laboral en Buenaventura. 2010.  Pag4 del documento Buenaventura, ciudad 

puerto de clase mundial Plan local de empleo 2011 - 2015 

 
16 Fundación Friedrich-Ebert-Stiftung y el Icesi. Radiografía del puerto colombiano sobre el Pacífico, Periódico El Espectador. 25 Jul 2016  



PROPUESTA DE PROTECCIÓN ESPECIAL AL MENOR VICTIMA DEL CONFLICTO           42 
 

       Las diferencias entre el modelo de crecimiento de la isla y el del continente se han 

acentuado en los últimos años. En la zona continental, el crecimiento de la ciudad ha sido 

longitudinal a lado y lado de la avenida Simón Bolívar, su única vía principal. En la isla de 

Cascajal, por su parte, ha habido un desarrollo concéntrico respecto a la ubicación del puerto, en 

el que predominan las viviendas palafíticas ubicadas sobre tierras ganadas al mar por medio de 

rellenos con basuras. 

      Por su relación con el puerto y con el comercio, Cascajal es la zona más poblada y donde 

se han concentrado la mayoría de oportunidades de trabajo, aunque es allí donde también se han 

dado intensas confrontaciones entre grupos armados ilegales, y donde se está ejecutando el 

proyecto de expansión portuaria, que viene expulsando a los habitantes de los barrios de Bajamar. 

A ello hay que sumar que la especialización de la ciudad en logística portuaria se ve influenciada 

por el proyecto de ley que busca establecer la ciudad como distrito especial, industrial, portuario, 

biodiverso y ecoturístico. 

      Actualmente, en la ciudad existen ocho proyectos que se enmarcan en el fortalecimiento 

de la logística portuaria. Estos son: el terminal de contenedores de Buenaventura (TcBuen); la 

Sociedad Puerto Industrial Aguadulce; la ampliación del terminal actual; el muelle cementero; el 

terminal marítimo del río Dagua (TMD); el proyecto Caeb (Centro de actividades económicas de 

Buenaventura); el proyecto Zelesa (Zona de actividades logísticas extraportuarias de 

Buenaventura); y el proyecto Celpa S. A. (Centro logístico del Pacífico S. A). 

      El puerto es reconocido como el centro de servicios del Pacífico y la conexión con Cali. 

Este es un aspecto de gran importancia, ya que a pesar de que este moviliza más del 60% de 

actividades portuarias del país, también es conocido por ser una ciudad en el que más del 80% de 

su población se encuentra en situación de pobreza de acuerdo a cifras del Dane. 

      Dos aspectos pueden ser considerados para explicar esta situación: el primero es que la 

privatización del puerto, a inicios de la década de 1990, trajo la ruptura de los circuitos económicos 

de la ciudad. El modelo de gestión seguido tras la privatización del sector portuario incluyó la 

flexibilización del mercado laboral (reglamentado por la Ley 50 de 1990 y las reformas 

posteriores), y la consolidación del puerto como un proyecto económico que no vincularía a la 

comunidad en general. 
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      Esta desvinculación hizo una división tajante entre las economías portuarias (servicios 

logísticos, carga, comercio), y las economías locales tradicionales propias de la población 

bonaverense, en su mayoría afrodescendiente (pesca, agricultura). Un segundo aspecto que se debe 

tener en cuenta para comprender la complejidad del escenario económico y social de Buenaventura 

es el manejo del puerto por élites foráneas, lo cual ha producido que los flujos de capital no se 

reinviertan en la ciudad, ni en sus pobladores, lo cual ha configurado unas preocupantes brechas 

sociales, que día a día despojan y aumentan los conflictos en la ciudad. 

      A esta difícil situación de desigualdad económica, hay que sumarle que desde el año 2000 

aumentó el control que ejercen grupos armados ilegales, lo que incrementó la frecuencia e 

intensidad de las confrontaciones armadas y el número de muertes violentas en el municipio. Aun 

cuando esta situación logró llamar la atención del gobierno, el cual respondió con el aumento del 

pie de Fuerzas Militares en la ciudad, entre 2012 y 2014, la violencia alcanzó un nuevo pico, 

ocasionado por la llegada de grupos armados herederos del paramilitarismo que buscaron retomar 

las rutas del narcotráfico en la región. La ubicación geoestratégica del puerto ha sido un elemento 

clave para el control de las rutas de armas, drogas y siembra de cultivos ilícitos de coca. 

      Actualmente, estamos frente a un fenómeno de expansión de las denominadas bandas 

criminales o neoparamilitares emergentes (de grupos como la “Empresa” y los “Urabeños”) que 

nacen con el proceso de desmovilización de 2005 y se expresan en una nueva forma de apropiación 

y adaptación de la violencia, y unas formas de control territorial, en los que se destaca la 

urbanización de la violencia y la vinculación de jóvenes de cada vez más temprana edad. 

      A ello se suma, que los actores armados actualmente, no son externos a estos territorios, 

sino que, a diferencia del paramilitarismo contrainsurgente, en esta fase, la misma población se 

vincula directamente a las dinámicas del narcotráfico y la violencia. Lo anterior mediante un 

proceso de reconfiguración de las estructuras organizacionales del tráfico de drogas que hoy han 

llegado a presentar una cara cada vez más relacionada con formas de outsourcing criminal. En esta 

medida, el conflicto armado y la presencia de actores armados ha reconfigurado social, económica 

y políticamente al puerto y sus pobladores. 

     La llegada de un nuevo modelo de desarrollo al país y en especial a la región, la desatención 

del Estado frente a la situación social de Buenaventura, y sus altos índices de pobreza, desempleo, 
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marginalidad y debilidad institucional, y la movilidad continua de capitales públicos y privados, 

han convertido a la ciudad en un lugar perfecto para las actividades ilegales. Los procesos de 

desposesión y ausencia de oportunidades han facilitado el fortalecimiento de las nuevas formas de 

estructura organizacional de los grupos criminales del narcotráfico, y su operatividad facilita la 

permeabilidad de sus ofertas y demandas en la población joven y las mujeres, logrando 

rápidamente la transformación del orden social local y regional de Buenaventura. 

      Desde los grandes carteles hasta las nuevas formas de outsourcing delincuencial, el 

narcotráfico diversificado hoy se expresa en la intensificación de la violencia (masacres, 

desmembramientos, torturas, desapariciones, etcétera), las nuevas formas de control territorial que 

produce el desplazamiento masivo de la población, creando estructuras de control interno en la 

zona urbana y rural del municipio. 

      Entender la situación actual de Buenaventura exige una lectura adecuada de los elementos 

históricos y del contexto social y económico, atravesado por el narcotráfico, el conflicto armado y 

la presencia de un pujante capital privado. El gran ausente sigue siendo el Estado, como protector 

de la población y principal combatiente de la pobreza, la escasez de oportunidades económicas, la 

negación o restricción de los servicios públicos, los conflictos y la represión misma. 

      La precariedad de las condiciones de vida de los habitantes de Buenaventura ha sido una 

constante histórica, y aun cuando desde los años ochenta se vienen estipulando políticas que 

ayuden a cambiar este panorama, la efectividad de estas políticas, quedan en entredicho al ver la 

situación social en que está sumida la población y que lleva a cuesta a los NNA. 

Afectaciones a los niños, niñas y adolescentes en el marco del conflicto armado. 

      Frente a las víctimas del conflicto armado en Colombia, se debe resaltar de manera 

especial la situación que han tenido que sufrir los NNA con este fenómeno de violencia, y los 

grupos armados quienes los han arrastrado a ser parte activa del mismo; hay que tener en cuenta 

que muchos de estos menores han nacido en medio del conflicto, se identifican con esta forma de 

vida;  desconoce sus derechos y los beneficios que tiene el ser humano al desarrollarse en sociedad, 

desconocen otra forma de subsistencia; no saben de libertad, de calidad de vida, justicia y mucho 

menos de educación; por eso mismo no saben exigir ni vislumbrar otras alternativas; muchos de 

chicos solo les llaman la atención las armas y los uniformes; esto a diferencia de aquellos menores 
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que han sido víctimas de reclutamiento a la fuerza, siendo llevados con engaños, y algunos se dejan 

vislumbrar por encontrarse en el momento siendo víctimas de mal trato en sus hogares y les 

resultan muy atractivas las propuestas que te les hacen integrantes de estos grupos al margen de la 

ley,  por eso se pueden identificar varias variables que desencadenan en que un NNA vaya a para 

a las filas de los grupos al margen de la ley. 

         Las cifras de la UNICEF en su informe Anual “UNICEF Colombia 2017”, dice que 

Colombia es el segundo país más poblado de Sudamérica y según las proyecciones, antes de 

finalizar 2018 la población ascenderá a 50 millones de personas. Aproximadamente 8 de cada 10 

habitantes viven en zonas urbanas y alrededor de un tercio de la población total corresponde a 

niños, niñas y adolescentes que En Colombia hay 8.3 millones de víctimas registradas, de las cuales 

el 31% son NNA17. 

          Estas cifras del 31% de NNA a las cuales hace referencia la UNICEF, son cifras de quienes 

están reconocidos como víctimas del conflicto en Colombia, pero, fuera de las cifras oficiales es 

posible que hayan muchos más NNA vulnerados en sus derechos, esto teniendo en cuenta que hay 

muchas comunidades que viven en medio de este tipo de situaciones de violencia, pero deben 

guardar silencio por el miedo al cual están siendo sometidas y violentadas; se conoce de manera 

extraoficial de niñas y adolescentes que han sido abusadas por integrantes de estos grupos armados, 

menores quienes han dado a luz hijos de sus victimarios y les ha tocado seguir sometidas en 

silencio; estas también son víctimas reales de carne y hueso pero son desconocidas para los 

registros oficiales; lo que deja ver que los porcentajes de víctimas de NNA son mucho más 

elevados de los que se conocen oficialmente.  

     El Artículo 44. de la constitución define derechos fundamentales de los niños: la vida, la 

integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 

nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 

cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. 18 

       Se deja ver que estos derechos fundamentales de los niños en Colombia son muy vulnerados 

a diario, pues se encuentran niños abandonados por sus padres, violentados y explotados por las 

personas adultas que, aprovechándose de su indefensión, logran manipularlos, algunos son 

                                                           
17 UNICEF. Recuperado de https://www.unicef.org/colombia/pdf/cifras. 

 
18 El Artículo 44. de la constitución política colombiana 

https://www.unicef.org/colombia/pdf/cifras.
https://www.unicef.org/colombia/pdf/cifras.
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secuestrados y por ende también son presa fácil de los grupos alzados en armas quienes los 

convierten en cocineros, mensajeros, guardianes y en el peor de los casos combatientes; es así 

como nunca van a obtener atención en salud, educación, libertad de expresión, recreación, y todas 

aquellas cosas que consagra la constitución y de las cuales deben gozar estos menores. 

     Generalmente estos NNA, que caen en manos de grupos armados, han nacido o vivido con 

familia en la cual han sufrido mucho maltrato, motivo que los lleva a dejarse convencer y atraer 

por promesas atractivas que les hacen personas o grupos que contrarían las normas y leyes, lo que 

luego resulta en que son esclavos y victimas del medio en el cual han entrado; a más de los NNA 

que entran por voluntad, engaño o a la fuerza a las filas de los grupos al margen de la ley, también 

hay otros entre NNA que son víctimas de mutilación por minas que colocan estos grupos, en los 

lugares donde menos se esperaría encontrarlo un menor que está jugando o transitando por ese 

territorio, quien luego se ve mutilado física y emocionalmente. 

 

Violación de los Derechos Humanos de los Niños en el Distrito de Buenaventura 

Son variadas las formas de violaciones de los derechos humanos y sociales a los cuales se 

encuentra sometida la población infantil del distrito de Buenaventura, en el contexto del conflicto 

armado interno y en ese marco de ideas, se hace mención de los derechos a la vida, a la salud, a la 

recreación, derecho a tener una familia; ello, como consecuencias que muchos niños y niñas se 

encuentran a travesando situaciones de orfandad, como resultado de la violencia armada que ha 

cargado la existencia de muchos padres de familia. Seguidamente, se inscribe en este aparatado 

que aspectos como son; el derecho a la educación, el derecho a tener una vida digna como también 

de gozar de un ambiente sano, se ven constantemente vulnerados por la acción violenta que limita 

a grandes rasgos la vida adecuada de niños. Niñas y adolescentes del distrito de Buenaventura. 

Como ha sido relacionado, la comunidad bonaverense ha tenido que afrontar diversas 

situaciones enmarcadas en el conflicto armado interno y de ninguna de ellas se han escapado los 

niños y niñas, viéndose afectados de manera sentida por razones concernientes a; presencia de 

masacres, asesinatos selectivos y espontáneos de los cuales, en muchos casos han sido víctimas 

adolecentes, padres de familia y familiares de menores de edad a quienes le ha tocado de forma 

cruda, hacer frente a estos hechos violentos vulneradores en todos los sentidos, del sus derechos 

humanos. 
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 Así mismo, los NNA han visto su existencia vulnerada en el marco del conflicto armado, 

como consecuencias del desplazamiento forzado al cual han sido sometidas las familias; evento 

que cambia significativamente la vida de las personas y limita su adecuado vivir, subvirtiendo de 

forma negativa su realidad individual, familiar y social. Seguidamente se inscribe que los niños 

también han sido sometidos a zozobra, limitaciones en su proceso educativo, en la recreación a la 

cual tienen derecho y es un aspecto indispensable para su desarrollo integral, reconociendo que los 

elementos lúdico, recreativo y deportivo, son necesarios para genera óptimas condiciones 

psicosociales en la comunidad infantil del distrito de Buenaventura sin embargo, tanto en sectores 

ruarles como urbanos, los menores de edad han sido significativamente afectados el flagelo de la 

violencia armada. 

La salud mental, es un aspecto significativamente vulnerado en el contexto del conflicto 

armado que se ha desarrollado en el distrito de Buenaventura y ello, básicamente se ve reflejado 

en todos y cada uno de los hechos antes mencionados, a los cuales, los NNA se ven obligados a 

afrontar y ello, afecta de manera significativa su adecuado desarrollo es por ello que, se hace 

factible observar a niños, niñas y adolescentes con expresiones de resentimiento, desilusiones y 

depresiones expresadas y replicadas especialmente en las instituciones escolares donde, se puede 

ver actitudes relacionadas con actos violentos como también, se hace posible vislumbrar la 

intolerancia manifiesta como consecuencias de la violencia armada a la cual son bruscamente 

sometidos. 

Otra forma de vulneración de los derechos humanos a los NNA en el distrito de 

Buenaventura, radica especialmente en el reclutamiento ilegal de NNA por parte de las bandas 

criminales que operan en la zona urbana del distrito de Buenaventura como también, por parte de 

los grupos insurgentes operantes en zonas ruarles donde, los menores son obligados o seducidos a 

participar en actos delictivos que afrentan a las comunidades. “Una vez insertos en las bandas, 

comienzan a ser educados bajo doctrinas violentas, de venganza, de prevención y de toma de la 

justicia por sus propias manos”. (Bonilla, 2019.p. 113). En este escenario, los NNA son sometidos 

a realizar diferentes acciones contraproducentes para sus comunidades, pero a su vez, son 

altamente sometidos a dejar sus actividades de desarrollo social y se perciben en una condición de 

vulnerabilidad frecuente y ello, especialmente de sus propias vidas.  
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El feminicidio manifiesto contra niñas y adolescentes es otra modalidad de vulneración de 

los derechos humanos en el contexto del conflicto armado al hallarse que, las niñas constantemente 

son abusadas sexual, emocional y socialmente, conllevando sus vidas en muchas situaciones al 

desarrollo de la prostitución, pero también, son maltratadas fiscalmente cuando no cumplen las 

ordenanzas. En palabras de una socióloga, se puede evidenciar que; 

 

El conflicto armado interno ha jugado un papel importante en el resquebrajamiento de la sociedad 

bonaverense. Nuestros niños y niñas se ven diariamente sometidos a tareas que son contrarias a sus 

expectativas de vida como también, a las formas adecuadas en que estos grupos poblacionales 

deben subsistir. Muertes a temprana edad, drogadicción, maltrato a las féminas niñas ya 

adolecentes, entre otras formas de vulneraciones a la vida, son aquellas que se pueden observar en 

el marco del conflicto armado y, por ende, se traducen en situaciones que afectan directa e 

indirectamente al territorio bonaverense. (Entrevistas a Socióloga, 2019).  

 

Como puede observarse, son múltiples los hechos vulneradores de los derechos humanos 

de los NNA en el distrito de Buenaventura, como producto del conflicto armado interno, evento 

limitante, del adecuado desarrollo territorial pero también, de la necesaria vida que deben tener las 

personas y especialmente los NNA como propósito para un mejor vivir de forma individual y 

colectiva. 

Es triste dar cuenta de estos hechos; comúnmente se expresa que los NNA son el futuro de 

los territorios pero, en el contexto en que se encuentra el distrito de Buenaventura, es preocupante 

observar la forma en que diversos niños, niñas y adolescentes se encuentran desarrollando sus 

formas de vida, en contextos donde la violencia ocupa un papel fundamental debido que se está 

encargando de educar a muchos NNA para los actos violentos como también, les está conllevando 

a una zozobra permanente restrictiva de sus derechos que a su vez, restringe el goce de una vida 

adecuada. 

 

De la intervención del Estado 

       No se puede negar que, desde la firma de los acuerdos del Gobierno Colombiano con las 

FARC, han disminuido los asesinatos, pero tampoco se puede desconocer que sigue habiendo 

vulneración de derechos por parte de los reductos de estos y otros grupos armados que están 

propagando el miedo en medio de algunas comunidades, y con más intensidad en las zonas rurales 
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de la costa pacífica colombiana, donde es muy constante la amenaza, la represión y la intimidación 

por parte de grupos armados. 

      Existen varias instituciones del estado colombiano, las cuales han hecho diversos 

pronunciamientos dirigidos a la protección de los NNAJ; luego de la desmovilización de grupos 

paramilitares, auto defensas y guerrillas, se han dictado normas que benefician la protección y 

restablecimiento de derechos de estos NNAJ, pero en este intermedio, hay otra población de NNA 

y jóvenes que caen en manos de grupos o bandas no organizadas, por ende, sin el reconocimiento 

estatal; lo que implica que hay una franja de población que está siendo desprotegida por el estado. 

Se habla de los derechos de desmovilizados y de víctimas; pero no se vislumbra cómo garantizar 

el derecho de este joven que está vinculado a una organización o grupo armado el cual no tiene 

reconocimiento del estado; este joven que quiere salir de ese medio de violencia, pero que en el 

momento que trate de dejarlo no va a encontrar el apoyo estatal para poder hacerlo con los 

programas de reintegración ofrecidos por el Gobierno Nacional , y queda siendo vulnerable ante 

quienes tienen el mando en estos grupos.    

          De la página oficial del ICBF se extrae la siguiente nota referida a través con su vocera la 

Directora General del ICBF Karen Abudinen Abuchaibe, y dice que:  

el pasado mes de julio de 2018, presentó a la sociedad civil la Política Nacional para la Infancia y 

la Adolescencia, está determinando unos Lineamientos Técnicos de modalidades para atención de 

los niños, niñas y adolescentes, cuyos derechos han sido amenazados o vulnerados; con esta política 

se busca Prevenir y Erradicar el Trabajo Infantil, la Explotación Sexual y se busca la Protección 

Integralmente al Adolescente Trabajador; además se busca con esto trabajar para lograr el 

desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes, entre los 6 y los 18 años de edad, que según 

cifras del DANE son 10.241.869 lo que corresponde al 20% de la población colombiana y que 

busca lograr la igualdad, equidad, acceso a la oferta del Estado, oportunidad de calidad de vida, 

desarrollo de capacidades, fortalecimiento de la articulación interinstitucional e intersectorial19.  

 

Es importante resaltar y hacer un reconocimiento al estado colombiano que apoyándose en 

el ICBF, está adoptando medidas administrativas, legislativas y hasta económicas como estas, para 

abonar íntegramente a la protección de los derechos de los NNA y J, garantizando además la 

                                                           
19 ICBF. Políticas para niños, niñas y adolescentes de Colombia, Bogotá, D. C. Martes, Julio 10, 2018 - 10:27 

 

https://www.icbf.gov.co/bogota-d-c
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protección y el restablecimiento de los derechos de estos menores; para ello se ha tenido en cuenta 

un conjunto de elemento que hacen parte del desarrollo integral de estos individuos como son la 

vida en comunidad y en familia, de quienes se espera puedan ser un apoyo fundamental para lograr 

esa protección que necesitan estos menores.  

 

Ley 418 de 1997, trajo consigo una serie de disposiciones con la finalidad de proteger a los 

menores de edad contra los efectos del conflicto armado, y da la responsabilidad de la atención de 

los menores desvinculados del conflicto armado al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF). 

En el 2005, en Colombia se publicó la Ley de Justicia y Paz, Por la cual se dictan 

disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de 

la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 

disposiciones para acuerdos humanitarios.20 Por medio de esta norma se ordena que todos los 

menores reclutados sean entregados al ICBF.  

      En el 2006, se expide el nuevo Código de Infancia y Adolescencia, que tiene disposiciones 

de la Convención Internacional de los Derechos del Niño. Por otro lado, también en este mismo 

año se da la creación de la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica de Personas 

y Grupos Alzados en Armas (ACR),  

        También desde el año 2007 se creó está la Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial 

de Prevención del Reclutamiento y Utilización de Niños, Niñas y Adolescentes, que es una 

instancia intersectorial creada para orientar, coordinar, articular y hacer seguimiento a las acciones 

que adelanten las entidades estatales, tanto en el nivel nacional como en el territorial, en un marco 

de respeto por la descentralización administrativa, las agencias de cooperación internacional y las 

organizaciones sociales nacionales e internacionales, para prevenir la vulneración de los derechos 

de niños, niñas y adolescentes y fundamentalmente, el de ser protegidos contra el reclutamiento, 

utilización y violencia sexual por los grupos armados organizados al margen de la ley y por grupos 

delictivos organizados.21 

       DECRETO 1434 DE 2018 Por el cual se adopta la línea de política pública de prevención 

del reclutamiento, utilización, uso y violencia sexual en contra de niños, niñas y adolescentes por 

                                                           
20 Congreso de la República de Colombia. Ley de Justicia y Paz de 2005.  
21 Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales. DDHH Presidencia de la República. (s.f.).  
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parte de los grupos armados organizados y los grupos delincuenciales organizados" en el marco 

de los compromisos internacionales asumidos por Colombia. 

      Con las consideraciones antes expuestas referente al conflicto armado en Colombia y las 

afectaciones y riesgos a los cuales han sido expuestos miles de NNA en Colombia, y en especial 

los NNA del distrito de Buenaventura, cuando se observa que han sufrido mucho con la violación 

de sus derechos desde el momento en que nacen, siendo víctimas de reclutamiento forzado por 

parte de actores armados y de grupos de narcotraficantes; sufriendo el desplazamiento, orfandad 

por asesinato de sus padres, estigmatización, explotación sexual y laboral, restricciones de 

movilidad, etc., nacen algunas propuestas encaminadas a hacer efectivas todas aquellas normas y 

leyes creadas por los organismos Nacionales e internacionales, que lleven al resarcimiento de los 

derechos que han sido vulnerados en los menores de edad de este Distrito. 

 

Herramientas y estrategias en busca de la protección de los niños, niñas y adolescentes 

 

En primera medida, no se puede desconocer que existen muchas normas nacionales e 

internacionales de orden jurídico que señalan que los derechos de niños, niñas, adolescentes están 

por encima de los derechos de los demás; pero a pesar de esto tampoco se puede desconocer que 

en Buenaventura se siguen violando los derechos humanos y se continúa viviendo en zozobra lo 

que afecta mayormente a los NNA a través de diversas dinámicas que se presentan en el contexto 

social en el que viven estos menores, por la falta de oportunidades y la desintegración familiar y social, 

es por ello que se debe trabajar por el cumplimiento integral de esos derechos fundamentales que 

tienen estos menores, son derechos que están expresos en la constitución y las leyes en Colombia, 

refrendadas por las disposiciones expuestas por la convención internacional de los derechos del 

niño, pero que a diario se ven vulnerados estos derechos por los actores al margen de la ley. 

      De acuerdo con datos de la Red Nacional de Información del Estado —RNI—, de los 400 

000 habitantes que tiene Buenaventura, más de 170.000 han sido desplazados por distintos 

grupos armados…  La Unidad para las Víctimas indica que han sido más de dos mil familias las 

afectadas por los desplazamientos masivos y otros hechos víctimizantes desde el 2014… 

Históricamente, Buenaventura ha sido receptora de desplazados de todo el Pacífico22 

                                                           
22  Semana Rural, (2017). Buenaventura entre la pobreza y la inseguridad. 
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Se ha pensado en formular algunas propuestas que conlleven a dar un poco más de atención y 

protección a estos NNA. Estas propuestas son:  

 Dar a conocer a estos NNA todas aquellas normas nacionales e internacionales existentes 

las cuales han sido dictadas para garantizar su protección y desarrollo integral, en cuanto a 

su cultura, etnia, género y derechos en general. 

 Motivar a los NNA que han sido afectados directa o indirectamente por el conflicto, a que 

deben hacer su propio reconocimiento como persona importante para sí mismo, 

mostrándoles lo valioso que es como individuo en medio de su comunidad, para su familia 

y para la sociedad. 

 Promover su participación en actividades que resalten sus cualidades y capacidades. 

 Identificar sus gustos y deseos, escuchando de ellos propuestas que den a conocer las 

expectativas que tienen frente a mejorar su calidad de vida. 

 Realizar actividades donde se puedan identificar el desarrollo de sus posibles 

potencialidades como persona que puede aportar a la creación de una mejor sociedad. 

 

Para el desarrollo de estas propuestas se piensa como base fundamental, la vinculación de la 

familia, la sociedad y los programas que el estado brinda para favorecer a los menores; es este el 

ente importante para facilitar y garantizar las condiciones para lograr los cambios que todas estas 

iniciativas puedan brindar a estos menores. 

 

3. Definición de las estrategias a implementar para garantizar los derechos de los niños, niñas 

y adolescentes afectados en el conflicto armado. 

 Inicialmente se debe realizar el censo respectivo en las comunas del distrito, para poder 

identificar en el territorio, que cantidad de NNA han sido afectados por el conflicto, de 

estos menores, se debe conocer cuáles de sus derechos han sido vulnerados entre el período 

2012 – 2017, con el fin de llevar un registro e identificación de la vulneración de aquellos 

derechos E implantar propuestas de corrección de la situación. 

                                                           
 Recuperado de: https://semanarural.com/web/articulo/la-crisis-de-pobreza-e-inseguridad-en-buenaventura/183.  

 

https://semanarural.com/web/articulo/la-crisis-de-pobreza-e-inseguridad-en-buenaventura/183
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 Buscar desde las comunidades la concientización a los entes gubernamentales y que miren 

la necesidad real de desarrollar en el distrito la ley de víctimas, de esta manera se 

aumentaría la protección de los NNA y la disminución de la violación de sus derechos, 

pues se destinarían recursos para atención, 

 Se debe brindar apoyo y fortalecimiento desde la institucionalidad, las organizaciones 

sociales y la comunidad, para organizar procesos que permitan disminuir la desintegración 

del tejido social y comunitario, lo que fortalecería el ambiente en el cual se desarrollan 

estos NNA.  

 También se debe activar en los barrios y comunas del distrito, actividades recreativas y 

deportivas que permitan un adecuado uso del tiempo libre a los menores. 

 Se deben ofrecer espacios de participación a los NNA, para generar el interés en actividades 

donde se desarrolle la cooperación comunitaria, política y social. 

 Se deben buscar mecanismos con los cuales las familias de estos NNA, puedan generar 

recursos económicos lo que ayudaría a disminuir la desintegración en el hogar pues el niño 

puede dedicarse a estudiar y a desenvolverse como menor y no como adulto. 

 

     Las comunidades han venido trabajando los temas de paz desde sus procesos tradicionales, son 

personas que siempre han vivido en paz, y de hecho le han aportado a la nación desde la región en 

sinergia con la naturaleza, han sido pacíficos y pacíficas por naturaleza. Por desgracia han sido 

violentados, abusados, invisibilizados y hasta expropiados de sus propios territorios.  

     La clave es buscar a toda costa, que la población consiente de estos vejámenes, se integre a 

nivel territorial aportando sus conocimientos, sus visiones y sus aportes tradicionales, que son sus 

baluartes, y que esto en conjunto con el gobierno local, logre contribuir al cierre de brechas 

poblacionales y sociales a través de la construcción de la paz y la garantía de su sostenibilidad y 

la eliminación de las desigualdades. 

 

Posibles Soluciones para la atención a los NNA  

No se pretende dar un prontuario de situaciones que parezcan incumplibles en la tarea de 

restablecer los derechos de los NNA en el distrito de Buenaventura, afectado por el conflicto 

armado interno; por el contrario, la idea consiste en expresar algunas posibles soluciones factibles 

que permitan conllevar a los mismos, hacia mejores condiciones de vida. 
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Desde esa perspectiva, se considera importante proponer la articulación institucional 

donde, sectores de la Administración Pública Distrital junto con organizaciones de base asentadas 

en la ciudad de Buenaventura y también, instituciones privadas encargadas de atender a NNA, se 

unan como propósito de avanzar hacia la propuesta de estrategias sociales que apunten a mitigar 

la vulneración de los derechos humanos, sociales y constitucionales de estos grupos poblacionales, 

en aras de mejorar tanto sus calidades de vida como también, con el propósito de avanzar hacia el 

mejoramiento de las condiciones territoriales. 

En ese mismo marco de ideas, se proponen soluciones tendientes a la construcción de una 

política pública promotora e impulsadora de viabilizar no sólo las debilidades existentes en la 

infancia y adolescencia de la ciudad también, que se enfoque en trabajar en mitigar con programas 

sociales, diferentes formas de vulneraciones a las cuales se encuentran expuesto cotidianamente 

los NNA. En ese marco de ideas, se expresa entones que, los aspectos educativos, de salud pública; 

donde converge la salud mental como también,  programas deportivos y culturales y aquellos que 

se enfoquen en el restablecimiento de las relaciones interpersonales, haciendo énfasis en el respeto 

del uno por el otro y la valoración de los derechos entre individuos, como metodologías para 

mejorar las relaciones para reconstruir los hilos sociales debilitados por el conflicto armado 

interno; especialmente en la comunidad infantil. 

En este caso, el restablecimiento de los derechos por medio de una política pública, es 

considerado una estrategia relevante para que, desde el ente gubernamental, se cuenta con la 

herramienta apropiada para avanzar hacia la valoración de los derechos de los NNA, que son el 

presente, pero a su vez, el futuro promisorio del distrito de Buenaventura por lo cual, se hace 

necesario establecer barrearas a aquellas acciones limitantes o vulneradoras de sus derechos 

fundamentales. 

 

Matriz de Problemas sociales de los NNA a partir del Conflicto Armado en el Distrito de 

Buenaventura 

 

Como manera de conclusión en este apartado, se establece la siguiente matriz que da cuenta 

del concepto de interseccionalidad desde lo ocurrido en el marco del conflicto armado en el Distrito 

de Buenaventura. 
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Problemáticas Sociales de los 

NNA 

 

Posibles Soluciones 

 

Responsables 

 

Vulneración en el derecho a una 

adecuada alimentación  

 

En este caso, la solución consiste 

en que los padres de los NNA 

afectados por el conflicto armado 

interno en el distrito de 

Buenaventura, cuenten con las 

capacidades de satisfacer 

plenamente el derecho de la 

alimentación a sus hijos e hijas.  

 

El Estado colombiano a través de 

sus programas de beneficios para 

las víctimas del conflicto 

armado, la administración 

departamental y local, deben 

garantizar empleabilidad para 

menguar las afectaciones de las 

familias en ese sentido.  

 

Deserción escolar e inadecuadas 

formas de aprovechamiento del 

derecho a la educación  

 

Garantizar por medio de 

estrategias educativas, la 

permanencia de los estudiantes 

en el aula de clases como 

también, potenciar el derecho 

referido, por medio de la 

adecuación de las instalaciones 

escolares, cualificación de los 

docentes, dotaciones de 

elementos necesarios para 

viabilizar el desarrollo 

educativo, garantizar la 

alimentación a los estudiantes en 

el contexto escolar  

 

La administración departamental 

y local, como estamentos 

garantes para el desarrollo del 

adecuado proceso escolar. Ello, 

por medio de las secretarías de 

educación departamentalmente y 

distrital.  

 

Baja cobertura en el sistema de 

salud y debilidades operativas en 

 

Ampliar la capacidad de atención 

a la población de los NNA 

víctimas del conflicto armado y 

 

Gobiernos departamentales y 

distrital en representación de las 

secretarías de salud como 
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el mismo, respecto de la atención 

a los NNA. 

mejorar la atención a esta 

población, reconociendo que la 

sociedad y las instituciones 

gubernamentales en particular 

deben garantizar el bienestar de 

los NNA, según la ley de infancia 

y adolescencia.  

también, las diferentes empresas 

e instituciones prestadoras de 

salud pública en el distrito de 

Buenaventura.  

 

Incapacidad para la recreación y 

la práctica de diferentes 

disciplinas deportivas 

 

Creación e implementación de 

estrategias recreativas y 

deportivas para los NNA 

 

Los responsables directos para la 

ejecución de este programa, son 

las administraciones 

departamental y distrital, en 

representación de Indervalle 

(Secretaría de deporte 

departamental del Valle del 

Cauca) e Inderbuenaventura 

(Secretaria Distrital de deporte 

de Buenaventura).  

Fuente. Elaboración propia. 2019. 
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Marco Metodológico 

Tipo de estudio realizado:      

 

    El trabajo a desarrollarse es Cualitativo, ya que se pudo dar respuesta al interrogante planteado, 

basado en información y análisis documental o estudio de escritos de diferentes autores, documentos, 

columnas de algunos periódicos al igual que la observación empírica; a través de esta recolección 

de información se puede conocer desde diversos puntos de vista la situación de los niños, niñas y 

adolescentes que han sufrido el conflicto armado en Colombia. 

 

Tipos de información:  

     El tipo de Información Secundaria porque la investigación se basó en documentos ya 

existentes; para la recolección de la información se utilizaron la lectura de registros, informes, 

documentos donde se plantearon diferentes puntos de vista. 

Población estudiada: 

 

La población estudiada es la población de niños, niñas y adolescentes víctima del conflicto armado 

en Colombia. 

 

Resultados:  

 

     La importancia de la realización de esta investigación, radicó en el conocimiento de la situación 

por la que pasan los NNA en Colombia; se deja ver que no han sido suficientes los programas que 

han sido formulados para la protección de los menores; se requiere que esos programas para 

reinsertados y víctimas no combatientes, respondan a las verdaderas necesidades que tienen cada 

uno de ellos; se deja ver que este es un problema social, no solo del estado, sino que permea a toda 

la sociedad y a las comunidades las cuales deben apoyar en la reintegración de los menores a la 

vida civil para que ese despertar del menor al enfrentarse a un espacio distinto al cual ha estado  

enfrentado sea más agradable; que puedan encontrar condiciones adecuadas a su desarrollo, y que 

puedan ser resarcidos en sus derechos morales, materiales, psicológico. 
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     Las entidades gubernamentales al igual que la comunidad en general debe estar comprometidos 

a ayudar a proponer espacios en los cuales estos menores se desenvuelvan como seres sociables 

que necesitan ese apoyo para la construcción del desarrollo de su propia personalidad, a si también 

a construir el desarrollo de su familia en la comunidad y la sociedad donde se desarrolla, y que 

puedan construir participativamente la sociedad donde ejerzan liderazgo, lo que llevaría a que estos 

NNA, a ser parte de una sociedad que los debe valorar y respetar, lo que los llevaría a proyectarse 

a vivir una vida digna y responsable.  

     No hay que olvidar que se habla de todas las afectaciones que han vivido los NNA que han sido 

víctimas del conflicto, pero también estos deben entrar a la sociedad conociendo que, así como 

tienen unos derechos como personas y especialmente como víctima, también tienen algunas 

obligaciones como individuos que hacen parte de una sociedad. 

 

Conclusiones 

 

     Muy a pesar de todos los anuncios que ha hecho el gobierno nacional por intermedio del 

bienestar familiar, es insistente la vulneración de los derechos de los NNA en el distrito de 

Buenaventura,  es creciente la necesidad de crear mecanismos de protección especial a estos niños, 

niñas y  adolescentes, se cree firmemente en que hay que insistir al gobierno nacional y local, en 

que se debe trabajar por la implementación de un capítulo especial de la ley de víctimas, para la 

ciudad de Buenaventura, para que los NNA afectados puedan tener un acceso más directo a la 

protección y reparación, especialmente a quienes han sido afectados directos en sus derechos, y 

que no sigan siendo re-victimizados, pues al momento de resarcir los daños que se ha causado a 

las víctimas del conflicto, los NNA no obtienen ningún beneficio directo, pues generalmente es a 

sus padres o tutores a quienes el estado toma en cuenta para hacer un reconocimiento y desconoce 

al menor como víctima directa que es. En esta investigación se ha encontrado que la 

institucionalidad ha sido muy débil al dar respuesta y al brindar herramientas que propendan por 

garantizar y proteger los derechos de los NNA que han sufrido afectaciones directas o indirecta 

por el conflicto en este distrito y los alrededores de toda la costa pacífica; se necesita una 

regulación normativa que obligue a todas las instituciones del estado a que se garantice la 

protección de los derechos de NNA, esto con un programa especial refrendado  con los 
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lineamientos internacionales en materia de derechos humanos, se pueda brindar esa protección 

especial que necesitan estos menores. 

Cabe destacar en este apartado que, si la construcción de la política pública debe realizarse 

teniendo en cuenta las situaciones reales del contexto mencionado reconociendo que, no es lo 

mismo idear e implementar una política pública para la infancia y a la adolescencia en un contexto 

de conflicto armado, a uno que no ha sufrido este flagelo victimizarte y destructor de comunidades. 

Es decir que, el tratamiento de la política pública en el contexto de conflicto armado y, por ende, 

de vulneración a los derechos humanos de los NNA, es de mayor complejidad, por lo tanto, así 

mismo debe considerarse cada uno de los planteamientos y programas allí establecidos, con el 

propósito de apuntar hacia el restablecimiento de los derechos que han sido vulnerados.  

Además, las políticas públicas son construidas a partir de la necesidad, y de esa manera, un 

contexto que no posea conflicto armado puede tener otra situación como puede ser educación, 

deporte, y de esa manera, se trabaja en la misma y con la complejidad y profundidad que requiere 

la población de ese determinado territorio; por lo tanto, la política pública para la infancia y la 

adolescencia en un contexto de conflicto armado, debe responder a la atención de las necesidades 

de los NNA, en ese escenario situacional.  

 

Recomendaciones 

 

Para lograr la protección especial que se espera, a los NNA, se hace necesario que las 

entidades gubernamentales den cumplimiento integral a todos aquellos programas del estado que 

han sido creados para proteger los derechos de los NNA, la compensación de los perjuicios 

materiales y morales por la cooperación y pertenencia a las filas armadas; la rehabilitación por 

medio de la atención médica y psicológica especial para superar los traumas de la guerra, y el 

acceso a servicios jurídicos y sociales. Fortaleciendo programas que ayuden al buen uso del tiempo 

libre de los menores con actividades recreativas, deportivas, culturales y participativas. 

Igualmente se hace necesario que los menores que han sido víctimas se les brinden especial 

atención para tratamiento psicológico para que puedan enfrentar la vida de manera sana 

mentalmente y así se puedan integrar con la comunidad y la sociedad. Igualmente, en la escuela, 

se debe capacitar a los docentes para la atención al menor desvinculado de grupos al margen de la 

ley o a aquellos que han sido víctimas directas o indirectas del conflicto. 
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     Todo lo anterior se debe trabajar con la veeduría de organizaciones internacionales para que 

sean garantes del cumplimiento y la real aplicación de la normatividad existente para la protección 

de los niños, niñas y adolescentes, dado a que existen muchos tratados internaciones, programas, 

normas, leyes las cuales se han establecido pensando en la protección de los menores, pero en la 

práctica no se visibiliza integralmente al menor. El ICBF en Colombia es la entidad encargada del 

cuidado de todos los menores de edad, pero es sabido que hay muchos barrios, veredas y 

corregimientos de nuestra geografía colombiana donde esta entidad no llega; por ello, son muchos 

los NNA que son y seguirán siendo vulnerados por los causantes del conflicto si no se hace una 

intervención más rigurosa por parte del estado para la identificación, reparación y protección de 

los derechos individuales o grupales, al  daño derivado del conflicto armado colombiano, a los 

NNA especialmente en toda las costa pacífica circundante al distrito de  Buenaventura. 
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